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C.P.C. y Mtra. Diamantina Perales Flores

El sello distintivo de la Contaduría Pública es la 
aceptación de la responsabilidad de servir al in-
terés público, por consiguiente, debe contribuir 
a que dicho interés público se vea beneficiado o 
bien, no se vea afectado.

Como resultado de esa propuesta de aportación, 
fundamentada en el valor ético y normativo de 
nuestra profesión contable, consideramos que la 
participación activa del Contador Público en el 
Sistema Nacional Anticorrupción resulta de gran 
relevancia en la implementación y vigilancia de 
la aplicación de leyes en materia de combate a la 
corrupción, derivado de la gran experiencia en 
técnicas de prevención, detección, disminución y 
eliminación de este mal, que afecta a las organiza-
ciones, los gobiernos y la sociedad.

El Instituto Mexicano de Contadores Públicos y 
sus 60 Federadas juegan un papel muy importante 
en este proceso de contribución ya que, dentro de 
los Comités Estatales y Nacional de Participación 
Ciudadana del Sistema Nacional Anticorrupción, 
los Contadores Públicos que los integran, coadyu-
van al cumplimiento de los objetivos del Comité 
Coordinador, cuya función les permite participar 
en el establecimiento de mecanismos de coordi-
nación entre los integrantes del Sistema, así como 
en el diseño, promoción y evaluación de las políti-
cas públicas de combate a la corrupción.

En las leyes secundarias se hace mención de un 
Código de Ética, también a informes de contabi-
lidad o de auditoría, a establecer mecanismos de 
prevención, así como al establecimiento de sis-
temas de control interno robustos, acciones que 
están relacionadas con la actividad del Contador 
Público.

Por consiguiente, esta edición de nuestra revista 
Contaduría Pública, contempla los avances que ha te-
nido el Sistema Nacional Anticorrupción en nuestro 
país, y cuáles son sus retos más importantes (tecno-
logía, inclusión en los planes de estudio, entre otros), 
para alcanzar mayor impacto en su funcionamiento 
y en sus resultados.

MENSAJE DE LA 
PRESIDENCIA

Presidente del CEN del IMCP
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Sistema 
Nacional 
Anticorrupción

El tema de la multidisciplinariedad nos ha permiti-
do eliminar las fronteras entre países y entre disci-
plinas; lo importante es que aprendamos a vivir con 
esta manera de ser profesionistas, además de conocer 
otras materias que antes no eran necesarias.

Para la Contaduría Pública el reto son las Tecnologías 
de la Información (TI), con las que de alguna manera 
se han suplido las habilidades; sin embargo, no va-
mos a ser los procesadores de las computadoras, sino 
a realizar el análisis, ejerciendo nuestro juicio profe-
sional en todo lo que emitan los sistemas que previa-
mente alimentamos con información.

En cuanto a la rendición de cuentas, se distingue mu-
cho lo que es la transparencia, la cual es un derecho 
señalado en el artículo 6º constitucional, es decir, el 
derecho del ciudadano contra la obligación del go-
bernado que, por supuesto, se complementan.

Hablar de la sociedad civil es mencionarla en dos 
grandes momentos: el primero, es la sociedad de a 
pie, podemos ser cualquiera de nosotros, como ciu-
dadanos e individuos que tenemos derechos, y que, 
además, tenemos nuestros choques con la autoridad 
y somos objeto de violación de derechos humanos.

Región Centro



Región Centro

El segundo se refiere a la sociedad civil organizada, 
que se ha dedicado a la lucha a favor de los derechos 
humanos y al estudio de los temas de corrupción, la 
cual está representada por diversos organismos civi-
les que poseen un amplio historial en esta materia. 
Asimismo, tenemos a los gremios de contadores, ar-
quitectos, médicos, etc., que también están preocu-
pados por estos temas, y realizan aportaciones desde 
el ámbito de sus profesión.

Ahora bien, sabemos que la corrupción no se acaba, 
la corrupción se detecta, se enfrenta y se minimiza 
en sus impactos; por ello, mediante estos diferentes 
grupos de la sociedad podemos establecer estrategias 
y una política nacional de anticorrupción que atien-
da a estos enfoques.

Hoy tenemos la oportunidad de presentar dos entre-
vistas: una desde el punto de vista de la tribuna de la 
sociedad y otra desde la parte que ejecuta el gobierno, 
es decir, la estatal que se dedica a la investigación de 
los actos de corrupción.

CDMX

Hidalgo

Estado de México

Morelos

• Colegio de Contadores Públicos de México

• Colegio de Contadores Públicos de Hidalgo

• Colegio de Contadores Públicos del Valle de Toluca

• Colegio de Contadores Públicos de Cuautla

• Colegio de Contadores Públicos de Morelos

• Colegio Regional Hidalguense de Contadores Públicos

C.P.C. y E.F. Héctor Vázquez González 
Coordinador de Dossier 

Vicepresidente de Relaciones y Difusión, Región Centro



El Sistema Nacional Anticorrupción (SNA) 
vio la luz como Ley en el año 2014, un pro-
yecto ambicioso, completo y con un objeti-
vo bastante halagador, en el que nosotros 
como ciudadanos tenemos el derecho de la 

transparencia, la rendición de cuentas y un país más 
justo.

El Sistema Nacional Anticorrupción tiene la misión 
de coordinar el combate a la corrupción entre las au-
toridades locales y federales. El SNA articula esfuer-
zos institucionales para que, mediante el aumento de 
la transparencia y la rendición de cuentas, se forta-
lezca la confianza de los ciudadanos en las institu-
ciones públicas. Busca prevenir, detectar y sancionar 
las responsabilidades administrativas y los hechos 
de corrupción y, además, tiene la misión de diseñar e 
implementar la política anticorrupción.1

El SNA es un tema nuevo en diversas materias y, en 
lo que concierne al área financiera administrativa, 
toma mucha relevancia; nosotros como Contado-

C.P.C. y E.F. Héctor Vázquez González 
Socio de auditoría de Vázquez Flores y Asoc., S.C.  
Vicepresidente de Relaciones y Difusión, Región Centro 
hector.vazquez@vfa.com.mx

SNA 
en los planes 
de estudio

Síntesis

Todas las Instituciones de Educación Superior deben contemplar 
temas o materias en sus planes de estudio que estén relacionadas 
con el Sistema Nacional Anticorrupción, pues existe un nicho que 
podemos explotar como Contadores y coadyuvar a formar profe-
sionistas con el perfil y expertise en el combate a la corrupción, 
aplicando técnicas útiles para este fin.

res y la propia licenciatura en Contaduría Pública 
hemos sufrido cambios desde que se conoce como 
tal; materias como contabilidad, costos, impuestos 
y auditoría son asignaturas que siguen vigentes y 
son parte esencial en los planes de estudio de uni-
versidades y/o institutos que ofrecen la licenciatu-
ra antes mencionada. Esos cambios trascendenta-
les en la vida del país involucran de manera directa 
la vida de los Contadores, por ser un nicho que de-
bemos explorar.

El sistema involucra áreas como auditoría, especiali-
dad que contempla la licenciatura en Contaduría Pú-
blica; son procedimientos utilizados para llevar a cabo 
una revisión sobre una situación administrativa y fi-
nanciera y emitir una opinión. Esto se puede y debe 
ejercer en todos los casos en donde se tiene la sospe-
cha y es necesario efectuar una investigación en actos 
ilícitos, sobre todo cuando se tiene la responsabilidad 
del manejo de recursos públicos y los no públicos (en-
tidades de la iniciativa privada); estos manejos de la 
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economía son la manera en que se mueve el mundo 
financiero, pues hoy más que nunca se requiere de 
buenas prácticas.

Pero esto, desafortunadamente, no se ha podido lo-
grar. Los temas de desvío de dinero, de sobornos, de 
actos de cohecho, etc., son tristemente cada vez más 
el pan de cada día. Los medios informativos no han 
dejado de publicar los casos que están a la luz de to-
dos, aunque cabe recalcar que los mismos ciudadanos 
se están convirtiendo en observadores y demandan-
tes de este escenario.

Ante esta problemática, la primera pregunta que 
debemos hacer es: ¿cómo se va a lograr? Se necesi-
ta tener gente dispuesta para realizar el trabajo de 
investigación, elaborar procedimientos de revisión, 
programas de prevención, implementación de nor-
mas y políticas. Estos profesionales deben cumplir 
con el perfil adecuado y, sobre todo, con ética en su 
haber.

En México se cuenta con los profesionistas compe-
tentes para realizar dichas tareas; desde abogados, 
administradores, notarios, Contadores hasta profe-
siones afines, pero esto solo sería para arrancar, y des-
pués ¿qué sigue? ¿Quiénes van a continuar? Hay que 
estar conscientes y tener claro que para que dismi-
nuya la corrupción debemos fortalecer las políticas 
de prevención y establecer métodos de vigilancia que 
tengan continuidad; sin embargo, ¿estamos prepara-
dos para prevenir? Seguro que sí, pero las nuevas ge-
neraciones, ¿conocen el tema? Las siguientes genera-
ciones, ¿se están capacitando en temas de prevención 
de actos delictivos?

Esta es la cuestión por la cual debemos estar preo-
cupados, ¿por qué razón? Porque las Instituciones de 
Educación Superior (IES) no están contemplando es-
tos temas en sus planes de estudio, no hay materias ni 
asignaturas que muestren una señal que se hable o se 
mencione lo relacionado con el SNA. Se llevó a cabo 
una revisión de la Licenciatura en Contaduría, en la 
cual se detectó que la Facultad de Contaduría y Admi-
nistración (FCA) de la Universidad Nacional Autóno-
ma de México (UNAM) incluye en su plan de estudios, 
en la sección “Asignaturas Empresariales”, una materia 
que lleva por nombre “Introducción al Sistema Nacio-
nal Anticorrupción”, impartida por una asociación ci-
vil llamada Observatorio del Sistema Nacional Anti-
corrupción (OSNA); es lo más cercano que se tiene. La 
intención es llamar la atención a todos aquellos que 
están involucrados en el diseño, manejo e implemen-
tación de los planes de estudio. Esta revisión se llevó 
a cabo en el campo de las instituciones privadas, en el 
cual no se tiene nada al respecto que dé una señal de 
que hay interés por tocar el tema.

Por el momento, la situación es que no se está con-
templando tener o generar materias que permitan 
preparar a los futuros revisores y observadores, quie-
nes se encargarán de llevar cabo la vigilancia de los 
recursos y así evitar actos de corrupción; quienes 
también deben dar seguimiento oportuno al SNA. 
Como se ha mencionado anteriormente, no hay insti-
tuciones educativas que manejen el tema, no se tiene 
la certeza de si es por desconocimiento o por falta de 
equipo docente, entendemos que no es fácil la inte-
gración o elaboración de todo un programa completo, 
porque la propia implementación del SNA no se tiene 
a 100%, y existen entidades al interior del país que 
tienen pendientes en la conformación de los comités.

En la revisión realizada remarcamos que las institu-
ciones públicas y privadas ya están contemplando 
otros temas y asignaturas que también se considera 
que están teniendo mayor auge y en pro de generar en 
la gente del mundo de los negocios buenas prácticas, 
por ejemplo, Contabilidad y Auditoría Gubernamen-
tal, Auditoría al Desempeño y Gobierno Corporativo;  
pero son contadas las universidades que imparten 
estas materias. Hay mucho que hacer y mucho que 
trabajar.

Muchos coinciden, o por lo menos en el gremio con-
table, que los profesionistas y en especial los Conta-
dores deben convertirse en personas multidisciplina-
rias. Como personajes de negocios están obligados a 
tener conocimientos de diversos temas afines, finan-
cieros, políticos, empresariales, de tecnología de la 
información, pero sobre todo, ser íntegros e intacha-
bles, con la ética en los brazos, con perfil e imagen 
de honestidad, elementos obligatorios que se deben 
abordar e implementar en cada persona. Así se ponen 
sobre la mesa los asuntos que debe abordar el SNA, 
que es un sistema que llegó para quedarse.

En conclusión, las personas involucradas en las uni-
versidades de todas las entidades federativas debe-
rán proponer que se incorporen temas, materias y 
asignaturas que formen a los futuros revisores. Exis-
ten muchos Contadores involucrados y expertos en 
la materia que pueden impartir el tema; el propio 
OSNA, como sociedad civil, tiene en su haber cursos 
de capacitación para todos los profesionistas que 
tengan el interés de involucrarse y quieran apro-
vechar la oportunidad de especializarse y así tener 
opción dentro de las ya existentes. Este es un gran 
tema al que se puede incursionar, pues el trabajo de 
auditoría está evolucionando y adecuando a las ten-
dencias actuales. El mundo global en el que se vive 
obliga a realizar, cambiar y adaptarse a la nueva for-
ma de hacer negocios. 

1	 www.sna.org.mx/nosotros/#mision

CONTADURÍA PÚBLICA
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Comité de Participación 
Ciudadana del Sistema 
Nacional Anticorrupción

Síntesis

La relevancia de la participación ciudadana en la regulación de la 
vida pública del país, y cómo se ha podido materializar, por dos 
únicas ocasiones, la participación ciudadana en las leyes relativas; 
así como la importancia de la intervención ciudadana en el control 
de la corrupción, las grandes responsabilidades del Comité Ciuda-
dano y el futuro que esperamos de su actuación.

Dr. Pedro Jesús Hernández Salgado 
Director de Hernández y Hernández, S.C. 

pedro@hdezyhdez.com

Corrupción, cáncer de la sociedad
El cáncer de los sistemas y funcionarios que deben ser-
vir a la sociedad es la corrupción. La Secretaría de la 
Función Pública (SFP) define este mal como “el abuso 
del poder para beneficio propio”.

La sociedad ha tenido que responder a la ineficacia 
del sistema para contener este flagelo de la corrup-
ción promoviendo la creación del Sistema Nacional 
Anticorrupción (SNA), del cual el Comité de Par-
ticipación Ciudadana es una parte integral junto 
con el Comité Coordinador, el Comité Rector del 
Sistema Nacional de Fiscalización y los Sistemas 
Locales Anticorrupción.
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Comité de Participación Ciudadana
Según la definición de la página oficial del SNA, el Co-
mité de Participación Ciudadana (CPC) es la instan-
cia que contribuye a cumplir los objetivos del Comité 
Coordinador, teniendo las siguientes funciones:

>	 La vinculación con las organizaciones sociales 
y académicas relacionadas con las materias 
del SNA.

>	 Está integrado por cinco ciudadanos destacados 
por su contribución a la transparencia, la rendi-
ción de cuentas o el combate a la corrupción.

A la fecha, el CPC está conformado por los siguientes 
ciudadanos: 

>	 José Octavio López Presa.

>	 Rosa María Cruz Lesbros.

>	 Alfonso Hernández Valdez.

>	 Irene Levy Mustri.

>	 Jorge Alberto Alatorre Flores.

Circunstancia actual del Comité de 
Participación Ciudadana
Para entender la condición actual del CPC debemos 
abordar los siguientes subtemas: conocer el modelo 
de organización político que funciona en nuestro país; 
saber por qué se hace indispensable la participación 
ciudadana en el SNA; conocer los antecedentes legis-
lativos de la materialización de SNA. Todo lo anterior, 
para poder concluir el compromiso actual del Comité 
de Participación Ciudadana.

Del Contrato Social
El hombre desde que se volvió sapiens y se congregó 
socialmente ha buscado la óptima forma de orga-
nización política-social que le permita tener el me-
jor modo de vida posible; así, en la historia se han 
desarrollado diferentes modelos de organizacio-
nes políticas, algunas han perdurado, otras se han 
transformado y otras han desaparecido; nosotros, 
los mexicanos hemos optado por ser una República 
representativa, democrática, federal y laica, modelo 
que se acerca mucho a la teoría general de Estado que 
propone Jean Jacques Rousseau. 

Para que se materialice la teoría general del pacto so-
cial que propone este filósofo francés, se deben cum-
plir dos de sus premisas: la primera, que los hombres 
abandonen la libertad que tendrían en estado de na-
turaleza, para que el Estado, que es la ficción legal que 

recibe estas libertades, cumpla con la segunda premi-
sa que es llevar a cabo, de forma irrestricta y amplia, 
su compromiso tutor de los derechos de seguridad, 
educación, salud, etc., de los ciudadanos, sin dejar de 
observar sus obligaciones de legalidad, transparen-
cia, eficacia y eficiencia, en el marco de una conducta 
de intachable honestidad.

La indispensable inclusión del Comité de 
Participación Ciudadano en el Sistema 
Nacional Anticorrupción
Sin embargo, la perfecta teoría se separa a menudo un 
tanto de la imperfecta realidad en el caso de la aplica-
ción práctica del pacto social; en nuestra sociedad se 
han tenido que hacer ajustes a la teórica rectoría del Es-
tado, pues este no ha satisfecho a la ciudadanía, de for-
ma completa, en el cumplimiento de sus obligaciones 
de legalidad, transparencia, eficacia, eficiencia e inta-
chable honestidad, teniendo que participar la ciudada-
nía de funciones que parecieran exclusivas del Estado.

El CPC, que es parte de la columna vertebral del Siste-
ma Nacional Anticorrupción, es el ejemplo más claro 
de la necesidad que tiene el Estado de la ayuda ciu-
dadana para cumplir con sus obligaciones de tutela 
gubernamental; se debe destacar con mayúsculas el 
hecho de que este Comité es el resultado de un proce-
so de selección no politizado, riguroso, transparente 
y no contaminado por cuotas, con lo cual se asegura 
que el Comité esté integrado por los mejores hom-
bres y mujeres que participaron en su convocatoria 
de integración.

La Secretaría de la 
Función Pública define la 

corrupción como “el 
abuso del poder para 

beneficio propio”
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México se ostenta como una República democrática, 
representativa y federal, y al ser democrática la de-
beríamos interpretar como una forma de gobierno 
enfocada en la vida de la sociedad, lo que implicaría 
un respeto irrestricto por los derechos individuales 
y colectivos; sin embargo, en varias ocasiones el ré-
gimen político mexicano ha mostrado una persis-
tencia autoritaria, que emplea discrecionalmente 
los dispositivos políticos y legales que tiene a la 
mano para difuminar, disuadir o distraer las expre-
siones adversas de la opinión pública, en cualquier 
ámbito de la vida social, económica y política que 
le sea de particular interés. Afortunadamente para 
nosotros, en los últimos años, la ciudadanía orga-
nizada ha logrado alzar su voz y ser escuchada en 
los recintos legislativos del país, logrando leyes que 
mitigan un tanto la desconfianza de la ciudadanía 
en las instituciones.

No es la primera vez que la inconformidad ciudadana 
ha logrado ser materializada en un cuerpo de ley o 
leyes. Específicamente, a principios de este milenio, 
el Grupo Oaxaca, logra dar impulso a la propuesta 
que llegaría a ser la Ley Federal de Acceso a la Infor-
mación Pública Gubernamental. Esta gestión política 
desde la sociedad civil constituye el único antece-
dente en nuestra historia democrática moderna, de 
la intervención civil para la creación del Sistema Na-
cional Anticorrupción.

Uno de los peores fallos del sistema de gobierno es la 
corrupción y la sociedad tiene la percepción de que 
este cáncer es cada vez mayor y de formas altamen-
te descaradas; este sentimiento de desconfianza de la 
ciudadanía hacia su gobierno es lo que obliga a la crea-
ción del SNA, del que no había forma que no partici-
para la ciudadanía.

Antecedentes legislativos de la 
materialización del SNA
Para entender al actual CPC del Sistema Nacional An-
ticorrupción es necesario conocer los antecedentes de 
su materialización, que son varios y diferentes, según 
el punto de vista de quien lo quiera justificar. Sin en-
trar en cuestiones subjetivas, podríamos enunciar que 
estos son los antecedentes documentales:

>	 A inicios de 2006 el Poder Ejecutivo presenta el 
proyecto Visión México que, en su meta 25, se 
propone el combate a la corrupción.

>	 En noviembre de 2012, desde el Senado de la 
República se presentan diversas iniciativas con 
proyecto de decreto para reformar múltiples ar-
tículos de la Constitución. Entre las principales 
propuestas de esta iniciativa se encontraba la 
facultad del Congreso de la Unión para expedir 

leyes en materia de combate a la corrupción con 
la finalidad de que “tanto los actos de corrup-
ción como las responsabilidades administrati-
vas y penales que se derivaran fueran iguales en 
todo el país. La aplicación de dicha normativa 
correspondería tanto a la Federación como a los 
estados y al Distrito Federal”.

>	 Junto con la propuesta anterior, se proponía 
la creación de una Comisión Nacional Antico-
rrupción, como una instancia autónoma, con 
personalidad jurídica y patrimonio propios 
“encargada de prevenir, investigar y sancionar 
los actos de corrupción en materia administra-
tiva cometidos por los servidores públicos de la 
Federación, así como por cualquier particular, 
ya sea persona física o moral”.

>	 Otra iniciativa de ese mismo mes proponía 
que se creara un órgano constitucional au-
tónomo de alta especialización, cuyo objeto 
fuera la prevención, combate, investigación y 
persecución de los actos de corrupción en la 
Federación, las entidades federativas y los mu-
nicipios. Dicho órgano, denominado Agencia 
Nacional para el Combate a la Corrupción, 
compartiría con el Ministerio Público la 
facultad de ejercer la acción penal. Específica-
mente, a la Agencia correspondería la investi-
gación de los delitos federales en materia de 
corrupción y podría atraer investigaciones por 
ilícitos cometidos en el ámbito competencial 
de las entidades federativas.

>	 En la iniciativa se establecían los elementos 
conceptuales para determinar los delitos en 
materia de corrupción en congruencia con los 
instrumentos internacionales suscritos y ratifi-
cado por México en la materia. 

Además, se dotaba a la Agencia de la potestad de ini-
ciar el procedimiento administrativo sancionador en 
contra de los servidores públicos que, presuntamente, 
incurrieran en responsabilidad administrativa.

>	 Se propuso la creación del Consejo Consulti-
vo Ciudadano de la Agencia, como un órgano 
integrado por representantes de la ciudada-
nía, con capacidad para revisar la actuación 
de la Agencia y emitir recomendaciones a 
toda dependencia o entidad pública, en los 
tres niveles de gobierno. En la conformación 
de dicho consejo, se establecería un sistema 
de cuotas a efecto de favorecer la igualdad de 
género y la participación de profesionistas 
jóvenes, debiendo integrarse con al menos 
40% de consejeros de un mismo género y 20% 
de jóvenes.
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	 Aun así, estas iniciativas no dejaban conforme a 
diversos grupos académicos de diversas organizacio-
nes civiles especializadas en temas de transparencia 
y rendición de cuentas, las cuales plantearon diversas 
propuestas para el diseño del nuevo SNA.

>	 El 10 de febrero de 2014 se publicó en el Diario Ofi-
cial de la Federación (DOF) una importante reforma 
que incorporó sustanciales cambios en materia 
político-electoral. Esta reforma, dentro del tema 
que atañe a este texto, incluye la transformación 
de la Procuraduría General de la República (PGR) 
en una Fiscalía General de la República (FGR) con 
autonomía constitucional, personalidad jurídica y 
patrimonio propios. Esta innovación aplicada a la 
organización del Ministerio Público Federal quedó 
plasmada en la modificación hecha al artículo 102 
constitucional que se derivó de esta reforma.

>	 El 12 de marzo de 2014 se publicó en el DOF un 
acuerdo para crear la Fiscalía Especializada en 
Materia de Delitos relacionados con Hechos de 
Corrupción y establecer sus atribuciones. Al te-
nor de lo estipulado en la reforma político-elec-
toral, este acuerdo crea la Fiscalía Especializada 
en Materia de Delitos relacionados con Hechos 
de Corrupción como una “unidad administrati-
va de la República, que tiene por objeto la inves-
tigación y persecución de los delitos relaciona-
dos con hechos de corrupción de competencia 
federal, así como cualquier otro delito cometido 
por un servidor público federal en el desempeño 
de un empleo, cargo o comisión”.

>	 El 16 de abril de 2015, teniendo como anteceden-
te las iniciativas propuestas por los distintos 
grupos parlamentarios y en el marco de una 
extensa discusión en el Congreso de la Unión, 
la cual fue acompañada por la participación 
de académicos y representantes de organi-
zaciones civiles especializadas en temas de 
transparencia y rendición de cuentas que 
plantearon diversas propuestas para el di-
seño del nuevo SNA, distintas comisiones del 

Senado realizaron un dictamen sobre la minuta 
con proyecto de decreto por el que se reforma-
ban, adicionaban y derogaban diversas disposi-
ciones de la Constitución en materia de combate 
a la corrupción.

>	 En ese contexto, el 27 de mayo de 2015, luego de 
la aprobación por la Cámara de Diputados, se 
publicó en el DOF el decreto de reforma consti-
tucional en la materia señalada.

Estos son los antecedentes de la creación del marco 
legal del Sistema Nacional Anticorrupción, del que 
forma una parte muy importante del Comité de Parti-
cipación Ciudadana, pues este Comité es una figura 
sin precedentes en la estructura política del Estado 
Mexicano, es un cuerpo colegiado integrado 100% 
por ciudadanos que tiene como responsabilidad pro-
poner el rumbo de la lucha ciudadana e institucional 
contra la corrupción.

Condición actual y compromiso del Comité de 
Participación Ciudadana
El CPC es la bisagra indispensable que articula a las 
principales autoridades encargadas de combatir la 
corrupción.

Como resultado de la participación ciudadana en la 
legislación del SNA, el timón de este Sistema de una 
forma práctica está hoy en manos de la ciudadanía, ya 
que el presidente del Comité de Participación Ciuda-
dana es también el presidente del Comité Coordinador 
del Sistema Nacional Anticorrupción, un hecho, por 
supuesto, de gran reconocimiento hacia la sociedad.

El actual CPC tiene una gran responsabilidad, pues los 
ciudadanos que nos representan en este gran encargo 
no pueden fallar, no nos puede fallar, ya que esta par-
ticipación ciudadana es la medida que los ciudadanos 
pedimos para remediar el fallo de la implementación 
y la ejecución de las obligaciones tutoras de nuestro 
Estado, para evitar la corrupción dentro de su compro-
miso en el pacto social. 

El Comité de Participación 
Ciudadana tiene la responsabilidad de 
proponer el rumbo de la lucha contra la 

corrupción
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Antecedentes
Los agentes que intervienen para combatir la corrup-
ción no han logrado tener un conocimiento profundo 
y una asimilación del significado del concepto para 
trasladarlo a la realidad latente en nuestro país.

Por medio de cuatro esferas principales: social, polí-
tica, jurídica y económica se puede relacionar y com-
prender la magnitud del problema. Existen diversos 
estudios que ayudan a tener una comprensión más a 
detalle acerca de las causas, los efectos, las estrategias 
para combatirlo, las medidas de prevención, la medi-
ción por categoría, zona, región, etc.; asimismo, se dice 
que la mejor forma de erradicarla es sancionando con 
extremo rigor a quien resulte culpable, aunque exis-
te una limitación desalentadora en el panorama para 
combatirla. Sin embargo, generar conciencia desde 
una experiencia que permita modificar ciertas con-
ductas y transmitir dicho conocimiento, puede lograr 
aminorar el verdadero sentido que se le da al término 
corrupción.

En México, según Transparencia Mexicana, en 2007 un 
pago extraoficial, cohecho, soborno o “mordida”(como 
se conoce en México) costó a los hogares mexicanos 
un promedio de $138, mientras que en 2010 se elevó a 
cerca de $165. Sin embargo, más impresionante resulta 

Sistema de Gestión 
de Calidad Humana

Antídoto contra la corrupción

Síntesis

El tema de la corrupción visto desde 
cuatro esferas: social, política, jurídica 
y económica, que señala cuáles son las 
posturas para hacer frente a la proble-
mática de los actos de cohecho.

Existen estadísticas, propuestas y algu-
nos actos que señalan el compromiso 
para combatir la corrupción, aunque no 
se tenga un plan estratégico en el que 
podamos sumarnos, pero está en nues-
tras manos, como ciudadanía, lograr el 
objetivo.

C.P.C. Marco Antonio Vázquez Nava 
Vicepresidente de la Región Centro del IMCP 

markovazquez26@gmail.com
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la cifra del monto promedio anual del ingreso que los 
hogares destinan a pagar actos de corrupción:

>	 14% en los hogares mexicanos en general.

>	 33% en los que perciben un salario mínimo.

Es decir, la corrupción representa un impuesto regresi-
vo considerable. (MCCI, 2016, p. 61) 

Las cuatro esferas de la corrupción
La corrupción desde lo social y con base en un punto 
de vista particular es el más importante, ya que es 
concebido como un acto que resulta de la falta de va-
lores y las malas costumbres en la educación inicial 
dentro del núcleo familiar, lo cual puede desencade-
nar actos y conductas en situaciones que parecerían 
insignificantes, pero que constituyen un acto vicio-
so para obtener un beneficio y trasladarlo a otros 
escenarios que contaminan el buen actuar de una 
persona. Esto tiene como resultado una desigualdad 
social en la que los protagonistas son aquellos que 
ejercen el poder.

La segunda esfera, y atendiendo a lo mencionado, por 
medio de la política se quebranta la ética, la democra-
cia y la justicia social al corromper los procesos electo-
rales con acciones permisibles por parte de grupos que 
buscan intereses propios al brindar apoyo a diversos 
partidos políticos que están en busca de mayor domi-
nio y control sobre la sociedad. 

El aspecto jurídico consiste en actos de mala fe al 
transgredir las normas que, en algún momento, apo-

yan tener bajo control el buen actuar de la sociedad, 
esperando como respuesta la estabilidad plena y dig-
nificación de la vida. 

Con ello se pretende dejar un legado conservando los 
valores normativos que se han estudiado en una difícil 
diversidad de ideas. Pero, al encontrarnos con un empe-
ño en generar ganancia individual o para grupos espe-
cíficos se tiene la plena seguridad de que estas normas 
pueden desvirtuarse en cuanto se crea conveniente.

Por último, en lo económico, con el afán de obtener 
un ingreso que optimice las posibilidades de estatus, 
capacidad monetaria y diversidad de aspectos en los 
cuales se pueda tener acceso a oportunidades para una 
mejorar la calidad de vida, las políticas económicas se 
ven severamente afectadas, debido a que el destino 
para el que se pretende generar el gasto público, no se 
consuma para tal objetivo. (Cuillar, 2008). 

Como resultado de lo que precede, existe una escasa 
respuesta que retroalimente a los elementos que favo-
recen y aspiran a una transformación anticorruptiva. 
Conocer de estos se apuesta a un escenario en el que 
se analiza el vínculo desde un panorama sistémico y, 
consecuentemente, a una comprensión más clara del 
significado de corrupción y de todos los agentes que 
participan en esta. 

Sobre fraude ocupacional
La Asociación de Examinadores de Fraude Certifica-
dos (ACFE) emite cada dos años, desde 1996, un repor-
te mundial en donde se exponen cifras estadísticas de 
casos de fraude ocupacional.

Tabla 1. El árbol del fraude

Corrupción

Extorsión 
económica

Agradecimientos
ilegales

Sobreestimación de 
activos/ingresos

Subestimación de 
activos/ingresos

Dinero en efectivo

Conflicto de
intereses

Robo de dinero en
efectivo disponible

Robo en
efectivo cobrado

Desembolsos
fraudulentos

Inventario y otros
activos

Uso 
indebido

Hurto después 
de su registro

Esquemas 
de compra

Sin asignar Esquemas
de cancelación

Compañías
fantasmas

Proveedor no
complice

Compras 
personales

Empleados 
fantasma

Gastos
inflados

Gastos
ficticios

Reembolsos
múltiples

Salarios 
falsificados

Esquemas de 
comisión

Emisor 
falsifcado

Endoso
falsificado

Beneficiario
falsificado

Emisor
autorizado

Facturas
falsas

Reembolsos
falsos

Clasificación 
fraudulenta de gastos

Compras y ventas
falsas

Comprar y 
recibir

Hurto no
disimulado

Requisición  
y transferencia 

de activos

Esquemas
de traspaso

No 
disimuladas

Subestimadas

Ventas Cuentas por
cobrar

Reembolsos 
y otros

Comisiones 
ilegales

Diferencias 
en tiempo

Ingresos 
ficticios

Pasivos y 
gastos ocultos 

Valuación indebida
de activos

Revelaciones
indebidas

Revelaciones
indebidas

Valuación indebida
de activos

Pasivos y gastos
sobreestimados

Ingresos 
subestimados

Diferencias 
en tiempo

Liquidaciones
manipuladas

Esquemas
de venta

Hurto antes de
registro

Hurto después 
de su registro Esquemas de

facturación
Esquemas de 

nómina
Falsificación de

cheques
Desembolso en

caja registradora
Esquemas de 

reembolso de gastos

Soborno

Apropiación ilegal 
de activos

Fraude en estados 
financieros
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En el último estudio Report to the Nations 2018 Global 
Study on Occupational Fraud and Abuse se explica que fue 
aplicado a 125 países, con 23 categorías institucionales 
y ahí se calcula una pérdida por más de siete billones 
de dólares. Este estudio detalla cinco áreas críticas:

1.	 Los métodos por los cuales se comete el fraude.

2.	 Los medios por los que los fraudes ocupaciona-
les han sido cometidos.

3.	 Las características de las organizaciones vícti-
mas de fraude.

4.	 Las características de las personas que cometen 
fraude.

5.	 Los resultados de los casos después de los fraudes 
detectados y la identificación de los perpetrados. 

También se menciona lo siguiente:

>	 La corrupción representa uno de los riesgos más 
significativos en las organizaciones.

>	 Cuanto más persiste un fraude, mayor pérdida 
provoca (hasta 20 veces mayor en 60 meses).

>	 El 40% de los casos fueron detectados a través 
de la denuncia, más que la auditoría interna 
(15%) y revisión de la gestión (13%) en conjunto. 

El resultado no solo es una pérdida monetaria, sino 
que afecta seriamente a la reputación institucional de 
un país entero. (ACFE, 2018) 

La nueva metodología para la disminución de 
la corrupción
Mediáticamente se han dado a conocer las causas de 
la corrupción, pero se debe comenzar con un cono-
cimiento adecuado de las variables que intervienen 
en los actos ilícitos, aquellos con los que se genera 
un vínculo, debiendo ser atendido desde un tema 
educativo en valores a edades tempranas y trabajar 
arduamente con aquellos que en pleno ejercicio de 
conciencia incurren en actos como este, lo cual ten-
drá que ser modificado por medio del moldeamiento 
de creencias y actos inapropiados. 

Tabla 2. ¿Cómo se detecta el fraude ocupacional, 
inicialmente?

Denuncia

Auditoría interna

Por accidente

Revisión de la dirección

Otro

Conciliación de cuentas

Examinación de documentos

Auditoría externa

Vigilancia/monitoreo

Notificación legal

Controles en TI

Confesión

0% 5% 10% 15% 20%

El objetivo del SGCH es promover el respeto 
a la dignidad humana y el desarrollo 
integral y solidario de la gente con una 
respuesta libre, entusiasta, con dedicación al 
trabajo y honestidad
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La intervención de agentes externos es complementaria a la denuncia para 
promover una modificación de conducta “tipificada”; esto se obtiene me-
diante una nueva metodología con la cual se atiende la corrupción desde lo 
intrapersonal; es decir, aquello que permita modificar la actuación inade-
cuada de los procesos sensibles a la corrupción, siempre y cuando se sumen 
esfuerzos para obtener mejores resultados en la práctica.

Por su parte, el IMCP promueve, por medio de sus estatutos, el compro-
miso como profesionistas de fortalecer la práctica sana en la rendición 
de cuentas atendiendo, de forma significativa, el desarrollo humano 
mediante la ética profesional para beneficio de la sociedad.

En su función como promotores de la rendición de cuentas, median-
te sus asociaciones federadas y los asociados, el compromiso es con-
templar la capacitación como una medida para disminuir el riesgo de 
incrementar la corrupción y mejorar los controles aplicativos basados 
en valores sociales. 

Conclusión
Creemos que esto se puede lograr mediante un sistema de gestión de ca-
lidad humana y responsabilidad social centrado en la persona, lo cual 
trasciende el sentido cotidiano del trabajo, basado en una metodología 
con fundamento científico, antropológico y humanístico y aporta un co-
nocimiento profundo para promover el bien común y la justicia social.

El objetivo es promover el respeto a la dignidad humana, el desarrollo inte-
gral y solidario, obteniendo de la gente una respuesta libre y entusiasta en 
compromiso, dedicación al trabajo, honestidad, productividad, etcétera.

¿Cómo se logra? Por medio de la capacitación para alcanzar lo siguiente:

>	 Compromiso social.

>	 Concientización y comunicación.

>	 Gestión de los involucrados, asesorar la toma de decisiones y pres-
tar servicios apropiados.

>	 Comprensión de los conflictos de interés reales.

>	 Fomento a la denuncia.

Los beneficios que se obtienen en un programa como este se dan a corto, 
mediano y largo plazo, logrando reducir la corrupción desde la primera 
etapa del programa. Asimismo, existe evidencia objetiva de que se puede 
atender la corrupción desde dicho enfoque, pues esta comienza desde el 
factor humano. 
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Antecedentes e importancia
La corrupción en México es uno de los principales 
delitos financieros que más afectan no solo a la eco-
nomía, sino a la sociedad en general. “La corrupción 
mata”, fue el lema que varias organizaciones civiles 
lanzaron en redes sociales para concientizar sobre 
este grave problema, después de que el sismo del 19 
de septiembre de 2017, evidenciara una serie de per-
misos otorgados en diversos niveles de la Administra-
ción Pública para la construcción de edificios, sin los 
requerimientos mínimos necesarios. 

Transparencia Internacional ha ubicado a México, en 
su Índice de Percepción de la Corrupción como el país 
más corrupto de la Organización para la Cooperación 
y el Desarrollo Económicos (OCDE), y en este mismo 
índice, el país ha ido a la baja año con año, ubicándolo 
en la posición 138 de 180 países en 2018, con una califi-
cación de 28 sobre 100 puntos, en donde 1 es altamente 
corrupto y 100 equivale a un país sin corrupción. 

Nueva fiscalía 
anticorrupción

C.P.C. Ubaldo Díaz Ibarra 
Presidente del Colegio de Contadores Públicos de México, A.C. 
udiaz@colegiocpmexico.org.mx

Dra. María de los Ángeles Velázquez Martínez 
Presidenta de la Comisión de Prevención de Lavado de Dinero 

del Colegio de Contadores Públicos de México 
vema640828@hotmail.com

Síntesis

La corrupción es un mecanismo ilegal que ha dañado profundamen-
te a México. Lejos de evidenciar mejoras, el país ha descendido en 
las calificaciones internacionales. A partir de la creación del Siste-
ma Nacional Anticorrupción se ha buscado revertir esta tendencia; 
sin embargo, es hasta la creación de la Fiscalía Especializada en el 
Combate a la Corrupción, que se completa la estructura para cum-
plir uno de los principales objetivos de la administración federal.

Para combatir este azote, en la administración de 
Enrique Peña Nieto se puso en marcha el denomi-
nado Sistema Nacional Anticorrupción (SNA), que 
entró en funcionamiento con la reforma publicada 
en el Diario Oficial de la Federación el 27 de mayo de 
2015 y el 18 de julio de 2016 se publican diversos mar-
cos legales, cuatro leyes nuevas, entre estas, la Ley 
General del SNA y se modifican tres leyes (la Ley Or-
gánica de la Procuraduría General de la República, 
el Código Penal Federal y la Ley Orgánica de la Ad-
ministración Pública Federal), dando existencia al 
SNA. Asimismo, se dio origen a nuevos organismos, 
siendo la figura fundamental la Fiscalía Especiali-
zada en el Combate a la Corrupción; sin embargo, 
el denominado “Fiscal Anticorrupción”, no fue nom-
brado al término de la administración 2012-2018. 

La importancia de esta Fiscalía Especializada en el 
Combate a la Corrupción radica en que “tiene la facul-
tad de investigar y perseguir los delitos relacionados 
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con hechos de corrupción de competencia federal, así 
como cualquier otro delito cometido por un servidor 
público federal en el desempeño de su empleo, cargo 
o comisión”.1

Comité Coordinador SNA
Finalmente, el pasado 1 de marzo se publica el acuerdo 
por el que se instala la Fiscalía Especializada en el Com-
bate a la Corrupción y, en el mismo mes, se nombra a 
la Dra. María de la Luz Mijangos Borja, como su titular. 

Así, la Fiscalía Anticorrupción, la Auditoría Superior 
de la Federación, el Comité de Participación Ciudada-
na, el Instituto Nacional de Transparencia, Acceso a la 
Información y Protección de Datos Personales, entre 
otras, integran el Comité Coordinador del SNA. 

Funciones y facultades
La nueva Fiscalía Anticorrupción opera de forma au-
tónoma bajo la vigilancia de la Fiscalía General de la 
República (antes PGR), que considera “20 funciones y 
facultades que contemplan la organización, adminis-
tración y operación propia de esta área con el objetivo 
de que se cumpla con una eficaz prevención y persecu-
ción de los actos de corrupción”.2

Algunas de las funciones y facultades son:

>	 Proponer campañas de difusión y denuncia con-
tra los actos de corrupción.

>	 Solicitar a autoridades internacionales informa-
ción y evidencias para indagar funcionarios en 
el extranjero.

>	 Proponer instrumentos de colaboración con los 
tres niveles de gobierno para el combate a la 
corrupción.

>	 Supervisar el seguimiento de las averiguaciones 
previas iniciadas en la fiscalía.

>	 Coordinar la operación de los agentes del MP 
especializados en combate a la corrupción.

>	 Definir normas y procedimientos para un eficaz 
funcionamiento de la fiscalía.

>	 Mantener una coordinación constante con 
instancias gubernamentales para seguimiento 
de acuerdos relacionados con el combate a la 
corrupción. 

>	 Proponer programas de capacitación y actuali-
zación en materia de prevención y lucha contra 
la corrupción.

>	 Promover la colaboración con instituciones 
públicas o privadas para desarrollar tecnología 
de intercambio de datos. 

Con las funciones y facultades otorgadas se espera que 
la nueva Fiscalía comience a generar no solo investiga-
ciones, sino condenas concretas y casos que permitan 
demostrar su verdadera efectividad, pues según datos 
del Informe de Evaluación Mutua 2018 del Grupo de 
Acción Financiera Internacional (GAFI), entre 2013 y 
2016 tan solo 2.9% de las investigaciones iniciadas por 
corrupción, terminó en alguna condena, cifra que al-
canzó 51 condenas de 12,987 investigaciones. 

Son muchos los retos que tiene esta recientemente 
nombrada Fiscalía, en particular, es la pieza clave que el 
engranaje del SNA necesitaba, en adición al proyecto de 
presupuesto de egresos para 2020 que planea aumentar 
15.9%3 en las diversas instituciones que conforman el 
SNA para fortalecerlo. 

Conclusiones
Ha sido reiterado el interés de los gobiernos de México 
y en particular el actual por combatir la corrupción, 
con múltiples campañas nacionales año con año y se-
xenio tras sexenio, sin que hayan tenido un impacto 
real para, ya no digamos erradicarla, al menos para 
disminuirla, observándose con claridad que han sido 
infructuosas, con la frustración social en todos los ni-
veles, suponiendo la falta de estructura legal y organi-
zacional para un positivo combate.

Hoy, con el andamiaje jurídico que se ha creado y la 
estrategia de cero tolerancias, se espera que en algún 
momento se comiencen a ver los resultados para dis-
minuir la corrupción; sin embargo, la sensación o per-
cepción de la ciudadanía considera que no existe una 
verdadera voluntad de aplicar la ley, con errores en los 
procesos que permiten evadir la aplicación de esta, en 
concreto la impunidad. México necesita subir su po-
sición en los diversos índices internacionales por los 
impactos de confianza para los inversionistas y otras 
repercusiones económicas favorables; además, a la so-
ciedad y al ciudadano en lo personal les es imperativo 
observar un serio combate a este delito para tener un 
país más justo y próspero, en donde el estado de dere-
cho prevalezca y los delincuentes sean castigados. 

1	 Sistema Nacional Anticorrupción (s. f.). “¿Cómo funciona?”. Disponible 
en: <http://sna.org.mx/comofunciona/>.

2	 Movimiento Ciudadano (s. f.). “La nueva Fiscalía Anticorrupción de 
PGR tiene 20 funciones… pero no hay quién las aplique”. Disponible en: 
<https://movimientociudadano.mx/distrito-federal/replica-de-me-
dios/la-nueva-fiscalia-anticorrupcion-de-la-pgr-tiene-20-funciones>.

3	 Montes, R. (2019, 8 de septiembre). “Plantean aumentar 15.9% pre-
supuesto para combatir corrupción en 2020”. Milenio. Disponible en: 
<https://www.milenio.com/politica/paquete-economico-2020-aumen-
taria-presupuesto-combatir-corrupcion>.
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Rosa María Cruz Lebros. El tema de la multidiscipli-
nariedad ha derribado fronteras entre los países. Lo 
importante es aprender a vivir con esta manera de ser 
profesionistas, pues necesitamos conocer otras ma-
terias que antes no nos eran necesarias, por ejemplo, 
la Tecnologías de la Información (TI). Ahora tenemos 
que interactuar con esa materia y otras más, como 
en el ámbito legal. Es decir, la fronteras se han roto 
y tenemos que aprovechar las otras profesiones para 
incorporar esos conocimientos a nuestra visión pro-
fesional. Debemos orientar nuestras peticiones e in-
cursionar en estas, sin pretender ser expertos, pero sí 
enfocarnos en las necesidades básicas para pedir, guiar 
y utilizar los servicios de otras profesiones.

En consecuencia, para la Contaduría Pública el reto 
son las TI que, de alguna manera, han suplido las ha-
bilidades, así que quien ejerza el juicio profesional, 
determinará lo que debe entrar a un sistema y qué re-
portes necesita, pues las máquinas nunca suplirán a 
los humanos.

Armando Roldán Pimentel. Además de contribuir 
a generar información cuantitativa y concretamente 
económico-financiera de una organización pública o 
privada, permite también medir, evaluar, analizar e 
interpretar información financiera y cualitativa, moti-
vando la credibilidad y que su uso sea útil para el pro-
greso de la sociedad, lo cual requiere tener personal 
con una preparación multidisciplinaria, ya que, en la 
actualidad, aparte de auditorías financieras realiza-
mos auditorías de cumplimiento, de inversiones físi-
cas, al desempeño y forenses, para evaluar además de 
la comprobación del gasto, la eficaz utilización de los 
recursos públicos, la profesionalización de la gestión 
pública, el cumplimiento normativo en la acción ad-
ministrativa y la publicación de la información; es 
decir, asegurar que el ejercicio  sea eficaz y eficiente 
para el logro de los objetivos establecidos.

¿Cuál es la importancia de la Contaduría Pública al ser una 
ciencia multidisciplinaria?
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Licenciado en Contaduría, egresado de la Universidad 
Autónoma del Estado de Hidalgo (UAEH), Maestro en 
Impuestos y Doctor en Ciencias de lo Fiscal, ambos 
por el Instituto de Especialización para Ejecutivos.

Contador Público Certificado y Profesional Certi-
ficado de la Disciplina de Contabilidad y Auditoría 
Gubernamental, ambas certificaciones por el Instituto 
Mexicano de Contadores Públicos, A.C.

Experto en auditorías en el ámbito financiero-fiscal 
y en la prestación de servicios de asistencia conta-
ble-fiscal administrativo para el sector privado.

En el sector público, ha elaborado auditorías fi-
nanciero-administrativas a instituciones públicas 
estatales y federales, además de prestar servicios 
de auditoría externa para la determinación y pago del 
impuesto sobre erogaciones por remuneraciones al 
trabajo personal del Estado de México. 

Auditor Superior del  
Estado de Hidalgo

Armando Roldán 
Pimentel

Ante los nuevos paradigmas y políticas públicas 
de la administración pública en materia de 
austeridad y ahorro, responsabilidades 
administrativas, armonización contable, 
rendición de cuentas, combate a la corrupción 
y enfoque en los derechos humanos, entre 
otros ¿cuál ha sido el reto más significativo 
para la profesión contable?
RMCL. Empezando por el tema de la austeridad, me pa-
rece que no es cuestión de ser austero, sino de saber 
gastar bien; no es cuestión de ahorrar, sino de usar lo 
que se tiene de manera suficiente. Mi enfoque es dis-
tinto, pues no hay que ahorrar por ahorrar, saber cuá-
les son las prioridades y cuánto hay. En este sentido, 
hay que ser eficientes con los recursos y lograr los ob-
jetivos, de acuerdo con la prioridades, pues es común 
que un presupuesto no sea suficiente; pero, lo impor-
tante es medir riesgos, ver prioridades y enfocarse en 
los esfuerzos.

En cuanto a la rendición de cuentas, distingo que 
la transparencia de esta es un derecho que se en-
cuentra en el artículo sexto Constitucional; es decir, 
la rendición de cuentas es una obligación de quien 
gobierna, ya que es el derecho del ciudadano. 

Se complementa desde dos enfoques distintos, aun-
que muchas veces los términos se dicen de corrido, 
pero tienen sus matices, entonces tenemos que ver 

conclusiones en la rendición de cuentas porque somo 
expertos en aplicar nuestros conocimientos: cómo ge-
nerar información, cómo emitirla de manera laboral, 
de acuerdo con las normas que nos rigen y cómo hacer 
cambios legislativos para que estas se asimilen cada 
vez a los mejores estándares internacionales. Aunque 
en este punto nos falta mucho por hacer en cuestiones 
contables.

Respecto a la lucha contra la corrupción claro que la 
corrupción contable tiene mucho que ver y creo que 
los politólogos no lo consideran tanto, pero los Con-
tadores sabemos leer los números, sabemos desmenu-
zarlos para, a partir de ahí, tener conclusiones y saber 
dónde están los grandes huecos que provocan áreas 
de riesgo. Nosotros podemos auditar, fiscalizar y sacar 
conclusiones no únicamente para pescar fraudes, sino 
para detectar las áreas donde debemos implementar 
mejores controles; es decir, por esa parte podemos 
aportar muchísimo.

En lo que se refiere a los derechos humanos, la pro-
fesión contable los vigila por medio de la rendición de 
cuentas, pues todo acto de corrupción es una obliga-
ción y un derecho.
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La política del 
gasto es el mejor 
instrumento de 
la política pública 
para reducir la 
desigualdad en la 
distribución del gasto y el 
bienestar social

ARP. Actualmente, la sociedad demanda conocer el 
destino y la eficiencia del gasto público, partiendo del 
hecho de que la política del gasto es el mejor instru-
mento de la política pública para reducir la desigual-
dad en la distribución del gasto y el bienestar social, 
ejercer el gasto con responsabilidad se refiere a hacer 
más con menos, lo que permite mejorar en gran ma-
nera el control interno de las instituciones públicas, 
que se responsabilicen en mejorar el uso del dinero y 
justificar responsablemente el gasto. 

Es así como el control interno nos permite ejercer 
acciones preventivas considerando que es la prime-
ra línea de defensa contra actos de corrupción, para 
fomentar la transparencia y la rendición de cuentas, 
evitando actos de corrupción que constituyan faltas 
administrativas graves y se ejerzan acciones sancio-
natorias. Además, con la implementación de la armo-
nización contable nos ha permitido que los estados y 
municipios apliquen los mismos principios, reglas e 
instrumentos que la contabilidad gubernamental es-
tablece, para facilitar, tanto el registro contable como 
la fiscalización de los recursos públicos, evaluando so-
bre todo la eficiencia, la eficacia y la economía. 

¿Cuál es el papel de las organizaciones de 
la sociedad civil en el cumplimiento de los 
objetivos incluidos en dichos paradigmas y 
políticas públicas, en sus diferentes niveles? 
y ¿qué puede mejorar la participación y 
vigilancia ciudadana para tal efecto?
RMCL. Yo hablaría de la sociedad civil en tres gran-
des ramos: uno es la sociedad de a pie, es decir, somos 
cualquiera de nosotros, como ciudadanos e individuos 
que tenemos derechos y choques contra la autoridad; 
asimismo, somos objeto de violación de los derechos 
humanos en actos de corrupción en un trámite cual-
quiera, en una multa, en nuestro transitar como una 
parte de la sociedad.

Otra parte de la sociedad civil la integran las organizacio-
nes que se han dedicado a la lucha por los derechos huma-
nos y al estudio de los temas de corrupción; por ejemplo, 
tenemos a México Valúa, Transparencia Mexicana, IMCO, 
Mexicanos contra la corrupción, las cuales tienen mucha 
relevancia, porque hacen seguimiento e incursionan en la 
vigilancia de la actuación de las autoridades.

Ahora bien, la sociedad civil organizada, que no nece-
sariamente tiene que ver con el estudio de estos temas, 
son los gremios de contadores, abogados, arquitectos, 
médicos. Por ejemplo, la Cámara Mexicana de la In-
dustria de la Construcción (CMIC), la Confederación 
Patronal de la República Mexicana (COPARMEX) o el 
Consejo Coordinador Empresarial (CCE), cada una de 
estas organizaciones tiene un enfoque diferente, pero 

todas están preocupadas por estos temas, así que esta-
mos tratando de hacer puentes para generar trabajos 
coordinados que nos orienten a nuevas políticas pú-
blicas que influyan en este sentido.

Aquí quiero mencionar que los Contadores sabemos 
que la corrupción no se acaba, que es un riesgo, pero 
también que somos expertos en la medición de los 
riesgos para saber en dónde pueden presentarse, qué 
repercusión podrían tener y qué medidas de control 
debemos establecer. Es decir, la corrupción se detecta, 
se enfrenta y se minimiza en sus incidencias. Por me-
dio de los diferentes grupos de la sociedad podemos 
establecer estrategias y tener una política nacional an-
ticorrupción que atiende a estos tres enfoques. 

ARP. Las organizaciones de la sociedad civil se consti-
tuyen como un elemento importante de la figura del 
parlamento abierto, para promover la eficiencia y efi-
cacia de la gestión gubernamental y los funcionarios 
públicos, coadyuvando así, a una mayor transparencia 
y rendición de cuentas de los ejecutores del gasto.

La vigilancia ciudadana representa uno de los prin-
cipales observadores del ejercicio del gasto, ya que lo 
hacen en tiempo real como beneficiarios de las obras 
públicas, de las acciones y apoyos asignados, razón por 
la cual se ha promovido la figura de la denuncia ciuda-
dana. Lograr una mayor participación ciudadana nos 
permitirá fomentar en gran medida la realización de 
auditorías censales y no muestrales. 
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¿Cómo podría mejorar la participación de la 
Contaduría Pública?
RMCL. Tenemos los tres enfoques señalados, los instru-
mentos de encuesta para el público en general, de donde 
rescatamos las incidencias de corrupción; también te-
nemos al INEGI que nos está acompañando para hacer 
un nuevo censo que mida la corrupción, en donde toda 
la sociedad será censada y se le pediría que conteste con 
toda honestidad para obtener datos reales; esto ya está 
en un pilotaje y se está dando; asimismo, tenemos da-
tos que se recogieron en encuestas anteriores, que miden 
temas de corrupción, hay dos maneras de hacerlo: por 
medio de precepciones o de datos duros; de este modo, 
estamos recogiendo lo que el INEGI ya ha medido y nos 
da pauta para saber dónde está la corrupción y cómo se 
ha comportado a lo largo del tiempo.

¿Qué controles hace falta implementar o 
promover para frenar la corrupción y evitar 
la impunidad en México?
RMCL. Tenemos 60 líneas prioritarias para esto, que 
son el resultado de la política nacional anticorrupción, y 
si cada una tiene 10 acciones, entonces estamos hablan-
do de 600. Sin embargo, básicamente debe haber una 
conciencia ciudadana para la denuncia y para acompa-
ñar esa denuncia tenemos que generar plataformas de 
protección a denunciantes, ya que eso aún no está claro.

La Secretaría de la Función Pública acaba de lanzar 
una plataforma que se llama Ciudadanos Alertado-
res Internos y Externos de la Corrupción, con lo cual 
se pretende que las denuncias puedan ser anónimas 
como una primera medida de protección; el problema 
es que si la denuncia anónima no tiene el suficiente 
sustento con elementos de prueba que conduzcan a 
una investigación y sanción, todo se dificulta; pero se 
están haciendo los primeros intentos. Asimismo, la 
Fiscalía Anticorrupción está tratando de generar una 
plataforma de denuncias, en donde se reúnan las que 
tengan relación con autoridades estatales, municipa-
les o federales.

ARP. Actualmente existen mecanismos enfocados en 
prevenir, detectar y sancionar la corrupción, como 
es el caso, en el ámbito público, de los sistemas lo-
cales y nacionales de anticorrupción, armonización 
contable, transparencia y fiscalización, por mencio-
nar algunos; y por lo que hace a la iniciativa privada, 
organizaciones o asociaciones civiles, lo que sigue es 
coordinar todas estas instancias para evitar duplici-
dad de funciones y potencializar sus atribuciones ali-
neadas al mismo fin.  

Desde el punto de vista preventivo es necesario for-
talecer la educación cívica desde las instituciones 
de enseñanza básica, reforzando los principios que 

obtenemos en casa, motivando una convivencia en 
armonía con la dinámica y exigencias de una socie-
dad activa, como es lo de hoy. 

¿Cuál ha sido el principal reto para la adopción 
del Servicio Profesional de Carrera en las 
administraciones públicas de México?
RMCL. Hay quienes lo ven con muy buenos ojos y otros 
no porque podría ser un cuello de botella; el Servicio 
Profesional de Carrera funciona para el ingreso, para 
la permanencia o para la baja, y su bondad consiste en 
que, si trabaja bien y es bien operado se tendrán los me-
jores perfiles para los puestos que se están concursan-
do. El momento del ingreso no debe prestarse a que las 
vacantes se llenen por recomendados, sino por gente 
que posee las capacidades para cubrir los puestos; ese 
es el espíritu del Servicio Profesional de la Carrera, pero 
sabemos que en los hechos no opera así, que se vuelve 
“perverso” porque alguien, de alguna manera, llegó al 
servicio y resulta que apela a su carácter de inamovili-
dad, cuando lo que se debe hacer es medir el desempe-
ño, lo cual marca quién ya no debe pertenecer al servi-
cio. A pesar de lo anterior, es bueno, pero es difícil que 
opere de manera que logre sus objetivos. Los servicios 
profesionales de carrera que tenemos no siempre prote-
gen a la gente que vale la pena que se quede, pues sabe-
mos que sigue siendo común que, a la llegada de nuevas 
autoridades, arriban nuevos equipos y no siempre con 
las mejores características profesionales y técnicas.

ARP. La parte presupuestal. El servicio profesional de 
carrera implica la inversión de recursos financieros 
para el fortalecimiento y profesionalización de los 
servidores públicos, que nos permita incrementar la 
calidad profesional del personal, mejorando los re-
sultados de acuerdo con sus responsabilidades y pro-
moviendo la función multidisciplinaria, así como la 
integridad de estos.

Respecto al uso de las TIC ¿cuál ha sido la 
aceptación y adaptación por parte de los 
Contadores Públicos ante esta situación?
RMCL. Debemos reconvertir el uso de las TIC para sacar 
lo mejor de la profesión contable, es la aplicación del uso 
profesional de las herramientas. Es adaptarse o morir.

ARP. El efecto es positivo, la sistematización de los 
procesos contables y de fiscalización posibilita la au-
tomatización de tareas manuales que consumen mu-
cho tiempo, lo que permite, en el caso de los auditores,  
disponer de tiempo para destinarlo al análisis de datos 
(Big Data), que es el proceso de analizar grandes volú-
menes de información, con el fin de validar procesos de 
manera automatizada, y construir desde la planeación 
de la auditoría, indicadores que permitan focalizar de 
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mejor manera las áreas de mayor riesgo, lo que, a su 
vez, conduce a una identificación temprana del fraude 
y de los propios riesgos en el ejercicio del gasto.

¿Cómo vincular las TI (entre la comunicación 
de la sociedad civil, la academia y el sector 
empresarial) con las instituciones encargadas 
del combate a la corrupción?
RMCL. Lo primero que se debe lograr es el Papers Dis 
con el uso de las TIC, pues ya no puedes emitir papel, 
sino un documento válido con la firma del SAT, ¿por 
qué es válido para presentar tu declaración y no lo es 
para firmar un oficio? Ahora un oficio interno en una 
instancia de gobierno no lo puedes destruir o desapa-
recer porque se queda en la nube y nadie puede llegar 
a la nube a robársela. En consecuencia, el uso de las 
TI facilitan las medidas ambientales al no contribuir a 
tirar tantos árboles; son una medida de seguridad que 
evita la corrupción, porque lo que firmaste nadie lo va 
a sustraer; asimismo, queda muy claro quién tiene que 
firmar un documento para que siga el proceso; por úl-
timo, en cuanto a las adquisiciones, si no se firma, no 
sigue el cheque, y quien lo firmó tiene un rastreo.

ARP. Las TI nos permiten mejorar el nivel de fiscali-
zación en las entidades locales fiscalizadoras, apro-
vechando el poder de la tecnología para promover la 
transparencia en todos los aspectos de la administra-
ción gubernamental, eficientando de manera positiva 
el sector público, mediante la presentación y publica-
ción de la información electrónica que manejan las 
entidades fiscalizadas. Asimismo, nos permite realizar 
acciones coordinadas con los integrantes del Sistema 
Estatal Anticorrupción para promover el adecuado 
ejercicio del gasto público, fortaleciéndose mediante 
la promoción de recomendaciones no vinculantes y de 
exhortos para el adecuado ejercicio del gasto.

¿Cuál es la transcendencia de la evaluación 
de la gestión de las administraciones públicas 
en nuestro país, por medio de indicadores e 
indicies de medición?
RMCL. Creo que estas cuestiones de la evaluación de 
resultados y del sistema de evaluación del desempeño 
han llegado para quedarse. A pesar de los cambios de 
las autoridades, esta visión de la medición de resulta-
dos con índices que señalen quién es el responsable, 
los tiempos de espera para aplicar el índice y, sobre 
todo, alinearlos a la admisión, es una visión distinta 
de la institución y tienen que dar datos de cómo van, 
si los índices fueron bien planteados y si las acciones 
que se buscaron para lograr los objetivos fueron los 
adecuados. 

Es decir, es una metodología vigorosa y que bien uti-
lizada sirve para tomar decisiones, de manera fácil; el 
problema está en la construcción de los índices, saber 
qué índices escoges para medir, qué quieres medir, 
pues se generan índices tras índices que luego cues-
ta más trabajo medirlos que la información que dan, 
pues hay una premisa muy importante en el sistema 
de la evaluación del desempeño, que es en donde se ha 
estado fallando.

ARP. Partiendo del hecho que los indicadores de eva-
luación de la gestión pública, tiene que ver con medios, 
instrumentos o mecanismos para evaluar hasta qué 
punto o en qué medida se están logrando los objeti-
vos institucionales. Los indicadores de evaluación nos 
permiten identificar los riesgos de incumplimiento de 
manera oportuna, adoptando las medidas correctivas 
necesarias, diseñando las actividades de control como 
son políticas, procedimientos, técnicas y mecanismos 
que contribuyan a dar respuesta a los riesgos asociados, 
al logro de las metas y objetivos institucionales, como 
parte de la eficiencia y eficacia de las políticas públicas.
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¿Cuáles son las tareas pendientes en la 
agenda ciudadana de anticorrupción en los 
diferentes niveles de gobierno en México? 
RMCL. En cuanto a la conformación del sistema ya 
estamos prácticamente listos en las 32 entidades fe-
derativas, aunque nos falta Chiapas, que es el estado 
más atrasado en cuanto a su reforma legislativa y, por 
lo tanto, a la constitución del sistema estatal; también 
nos falta la Ciudad de México, Campeche y Morelos.

La primera es el cambio legislativo; la segunda es que 
exista una Comisión de Selección, que elija a los ciuda-
danos; la tercera es la conformación del Comité Coordi-
nador de las siete instituciones que forman el sistema 
anticorrupción y que tengan un secretario ejecutivo 
que le dé el soporte en las acciones de coordinación. 

En este sentido, la Ciudad de México ya está preparada, 
pues han terminado las entrevistas de los candidatos para 
integrar el Comité de Participación Ciudadana Nacional.

Sin embargo al estado de Morelos le falta el secretario 
ejecutivo, y solo faltan pequeñas adecuaciones legisla-
tivas en otras entidades federativas como Nuevo León 
y Chihuahua que acaban de sacar su nueva Ley de 
Fiscalización Especializada; es decir, vamos muy ade-
lantados y estamos avanzando; tenemos la red del Co-
mité de Participación Ciudadana con alrededor de 150 
personas, el cual está configurado a escala nacional y 
tiene que adecuarse a las acciones generales, pues esta 
política no respeta fronteras entre un estado y otro, ya 
que se realizan acciones conjuntas o regionales siste-
máticas organizadas, por medio de nosotros.

ARP. Lograr la homologación de los procesos de fisca-
lización y el marco jurídico para impulsar el fortaleci-
miento de las instituciones fiscalizadoras y la adopción 
de mejores prácticas.

Para finalizar, ¿de qué manera contribuye 
esta profesión a la política pública para 
combatir la corrupción?
RMCL. En particular, somos los expertos en medi-
ción de riesgos, en la extracción de controles, en 
la fiscalización y en encontrar las áreas de oportu-
nidad de trabajo dentro de las instituciones. Creo 
que con esta investidura podemos encontrar estos 
cuatro aspectos.

Contribuimos en mucho, y algo interesante que sa-
qué del censo, es que los Comités de Participación 
Ciudadana estatal tienen 30% de Contadores Públi-
cos, 40% de abogados y el resto lo tienen otras pro-
fesiones. Es decir, tenemos presencia en los comités 
y trabajamos en medidas para un quehacer ético, 
porque si no somos éticos en el ejercicio de estas 
habilidades, de nada sirve trabajar sin la conciencia 
de una ética.

Estoy muy contenta de encontrarme en esta posi-
ción y agradezco el apoyo que siempre he tenido de 
mi Colegio, ya que, como Contadores Públicos po-
demos hacer mucho desde nuestra labor diaria, al 
poner a la profesión contable al servicio y bienestar 
de la sociedad. 

ARP. El Contador Público es una pieza fundamental 
para el combate a la corrupción en la administración 
pública, ya que el actuar incorrecto de los Contado-
res podría suponer una omisión en la prevención o 
detección de actos de corrupción, lo que puede dañar 
su imagen de objetividad, independencia, responsa-
bilidad y de aplicación ética, ya que la corrupción la 
debemos entender como la “acción de incitar o forzar 
a una persona a realizar actos contrarios a la moral o 
a la ley”, pues, tanto es corrupto el que ofrece como el 
que acepta en un acto ilegal. 
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C.P.C. Myrna Rocío Moncada Mahuem 
Asociada del Colegio de Contadores Públicos de Hidalgo, A.C. 

myrnamon71@hotmail.com

Es importante definir qué es el Sistema Nacional Anticorrupción 
(SNA); como su nombre lo indica es una articulación de los 32 
estados de la República junto con el Gobierno Federal para lu-
char contra la corrupción, teniendo como eje central la partici-
pación y representación ciudadana, ya que son los que presiden 

los Sistemas Anticorrupción para dar certeza a los mismos. Los sistemas 
anticorrupción cuentan con siete integrantes: Auditor Superior de la Fede-
ración (estado), Secretaría de la Función Pública (Secretaría de la Contra-
loría), Fiscalía Anticorrupción, representante de la Judicatura, Presidente 

Sistemas 
estatales 

anticorrupción

Síntesis

Uno de los objetivos plasmados en la legislación del Sistema Nacional 
Anticorrupción es la creación de comités que permitan generar e 
implementar el plan estratégico que lleve a un combate de los actos 
ilícitos que ocurren en las actividades públicas de nuestro país. En 
leyes se señala esta estructura a escala federal, pero el trabajo no 
se limita a esta, sino que todas las entidades federativas deben cum-
plir con la creación de este sistema.

Asimismo, se indica cuál es el estatus de la implementación del 
sistema y qué falta por construir, con la finalidad de obtener infor-
mación que dé una señal del camino que falta por recorrer en esta 
materia.
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del Tribunal de Justicia Administrativa, titular del Ins-
tituto de Transparencia y Acceso a la Información Pú-
blica y Protección de Datos Personales y el presidente 
del Comité de Participación Ciudadana.  

Al 29 de marzo de 2019, fecha en que se actualizaron por 
última vez los datos que recopila y difunde en su portal 
de Internet la Secretaría Ejecutiva del SNA, los sistemas 
anticorrupción de los 32 estados del país presentaban un 
avance de 97% en la adecuación de su marco normativo 
en la materia, pues de los 288 instrumentos jurídicos que 
debían armonizarse con respecto al modelo nacional en 
todo el país, solo ocho están pendientes. Sobre este asun-
to, ningún estado tiene pendiente de realizar las adecua-
ciones a su constitución local o publicar la ley que esta-
blece el diseño de su sistema local anticorrupción.

Respecto a la conformación de la estructura rectora 
de los sistemas anticorrupción, los estados del país 
presentan un avance de 87% en la designación de las 
autoridades que encabezan las instancias unitarias de 
los sistemas y en la instalación de sus órganos colegia-
dos de toma de decisiones. Y es que hasta la fecha de 
corte, solo quedaban 13 autoridades de instancias uni-
tarias por designarse, así como 12 órganos colegiados 
por instalarse formalmente en todo el país.

En cuanto al aspecto presupuestario se destaca que, para 
el 29 de marzo de 2019, 75% de los estados contaba ya con 

un presupuesto asignado para las Secretarías Ejecutivas 
de sus sistemas anticorrupción y quedaban pendientes 
de recursos para este rubro de gasto solo ocho estados. 
Cabe mencionar que con esos recursos no solo se financia 
la estructura operativa de las Secretarías Ejecutivas, sino 
que se pagan los sueldos de los miembros de los Comités 
de Participación Ciudadana (CPC) en los estados, cuyo 
presidente encabeza los sistemas locales anticorrupción.

Sabemos que estos sistemas están siendo instalados en 
un país cuya tasa de incidencia de corrupción asciende 
a casi tres experiencias de corrupción por cada 10 trá-
mites o contactos presenciales que los ciudadanos tie-
nen con servidores públicos. Sonora es el estado con la 
tasa más alta (poco más de seis experiencias por cada 
10 contactos) y Colima la entidad con la tasa más baja 
(poco más de una experiencia por cada 10 contactos). 
México cuenta con un índice de impunidad de 69.21 
puntos sobre 100, ocupando la cuarta posición negati-
va a escala mundial, solo por arriba de Camerún, India, 
Filipinas e, incluso, Venezuela. El Estado de México es 
la entidad con el mayor índice de impunidad (80.06 
puntos sobre 100) y Campeche es el estado con el índice 
más bajo (45.07 puntos sobre 100).

No obstante, las cifras anteriores brindan un panora-
ma general sobre cuál ha sido el avance en la instala-
ción e inicio de operaciones de los Sistemas Estatales 
Anticorrupción (SEA). Sabemos que algunas leyes lo-
cales que integran el marco jurídico en anticorrupción 
no fueron armonizadas conforme al modelo nacional, 
habiéndose desvirtuado intencionalmente varias de 
sus disposiciones neurálgicas que definen el diseño u 
operación de sus sistemas.

Existen estudios que dan evidencia de esto. Los diag-
nósticos sobre el grado de armonización de las consti-
tuciones locales y de las leyes de los SEA frente a los 
modelos nacionales, elaborados por la Secretaría Ejecu-
tiva del SNA, y el Semáforo Anticorrupción, formulado 
por la Confederación Patronal de la República Mexica-
na (COPARMEX) en colaboración con el Instituto Mexi-
cano para la Competitividad (IMCO) y Transparencia 
Mexicana, hacen evidente que no basta con completar 
el número de instrumentos jurídicos publicados que 
define el marco normativo en anticorrupción de cada 
estado, sino que los contenidos de dichas leyes deben 
satisfacer los mínimos establecidos por el Congreso 
de la Unión o, en su caso, ir más allá, en apego a las 
mejores prácticas; pero nunca en retroceso, como lo 
hicieron algunos congresos locales con varias de sus 
leyes en la materia.

A saber, de 2018 a 2019 se tuvo un incremento de 25 
puntos porcentuales en el número de estados a los que 
se les ha asignado presupuesto para financiar esa ins-
tancia (pues se pasó de 16 a 24 estados con recursos 
destinados a ese rubro de gasto).

Los sistemas 
anticorrupción de 
los 32 estados del 
país presentaban un 

avance de 97% en la 
adecuación de su marco 
normativo en la materia
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Los ocho estados cuyas secretarías ejecutivas de sus 
sistemas anticorrupción están pendientes de asig-
nación presupuestal para el ejercicio fiscal 2019, son: 
Chiapas, Ciudad de México, Guerrero, San Luis Potosí, 
Campeche, Morelos, Sinaloa y Tlaxcala. 

El SNA es un grupo de instituciones que, acompaña-
das de ciudadanos organizados en un “Comité de Par-
ticipación Ciudadana”, buscan coordinarse para luchar 
contra la corrupción de forma más efectiva.

El SNA y los SEA no han dado los resultados esperados 
por la ciudadanía. Esto se debe a que, si bien el SNA 
no ha tenido grandes éxitos en reducir la corrupción, 
sí ha tenido éxito en replicarse en ciertas entidades. 
Hoy en día, casi todos los estados cuentan con un Sis-
tema Local Anticorrupción con sus propios comités 
ciudadanos por estado. Debido a que cada estado ha 
tenido la libertad de distar sus propias reglas, existe 
una gran cantidad de experimentos en cómo diseñar 
herramientas que puedan combatir la corrupción. 

Una herramienta que ha resultado poderosa es el litigio. 
Recientemente el Comité de Participación de Zacatecas y 
el Comité de Participación Nacional presentaron un am-
paro contra el nombramiento del auditor superior de Za-
catecas. El nombramiento, supuestamente debe hacerse 
por concurso, pero se hizo sin argumentación adecuada. 
Los ciudadanos ganaron el amparo y se creó una tesis 
que legitima al CPC para promover amparos cuando no 
se cumpla con la idoneidad de los perfiles y, por lo tanto, 
representa un importante avance en crear un sistema an-
ticorrupción más profesional.

Algunos Comités de Participación están captados, pero 
la inmensa mayoría están tratando de avanzar en el com-
bate a la corrupción y convirtiéndose en observadores, 
algo enormemente valioso para las democracias. Un be-
neficio inesperado del Sistema Nacional Anticorrupción 

es que por primera vez hay evidencia y transparencia res-
pecto a qué está pasando en materia de lucha anticorrup-
ción en cada estado. Los Consejos de Participación Loca-
les están siendo testigos de los abusos y complicidades 
que han estado ahí por décadas, pero que antes pasaban 
desapercibidos. La visibilidad del problema es un primer 
paso para atacarlo.

Hay, además, un caudal de capacitaciones para evitar 
que, en los tribunales, los fiscales reciban casos mal ar-
mados y por ello sean perdidos. Ya los tribunales están 
acercándose con los fiscales para capacitar a los con-
tralores, a fin de que se integren mejor las carpetas. 
Todos estos son importantes avances.

Más aún, los Comités de Participación estatales no 
son los únicos que se están movilizando para mejorar 
su capacidad de acción. Los fiscales anticorrupción 
también están tomando cartas en el asunto. El caso 
de los fiscales anticorrupción es muy distinto en cada 
estado, pero hay fiscales excelentes que pueden hacer 
una enorme diferencia. En estados como Chihuahua, 
Oaxaca, Coahuila y Sinaloa los fiscales están empujan-
do con fuerza una agenda anticorrupción en sus en-
tidades. Sin embargo, a los fiscales les faltan recursos 
y autonomía para llegar más lejos. Requieren mucho 
más apoyo.

Conclusión
Considero importante que los Sistemas Anticorrup-
ción se unan para ejercer presión y ganar represen-
tatividad dentro de las instancias que se encargan 
de investigar, sustanciar y sancionar o resolver actos 
de corrupción, de lo contrario perderán credibilidad. 
Asimismo, debe haber presencia, apoyo y solidaridad 
entre todos, identificar debilidades, fortalezas y retro-
alimentarse para adquirir los conocimientos y herra-
mientas necesarias para replicarlos en sus estados. 

Los Comités de Participación estatales 
no son los únicos que se están 
movilizando para mejorar su 
capacidad de acción. Los fiscales 
anticorrupción también están tomando cartas 
en el asunto
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Tecnología en el combate 
a la corrupción

C.P.C. y M.A. Mónica Leticia Acosta Miranda 
Coordinadora de Posgrado del Tecnológico Nacional de México 

(TecNM), Campus Cuautla 
Secretaria del Colegio de Contadores Públicos de Cuautla, A.C. 

monycaacosta@yahoo.com

Todos los días y en cualquier medio de comuni-
cación escuchamos hablar de corrupción que, 
desafortunadamente, se ha convertido en una 
práctica extendida no solo en México o en los 
países en desarrollo, sino que a escala mundial.

El Diccionario de la lengua española define la corrupción 
como “la práctica consistente en la utilización de las 
funciones y medios en provecho, económico o de otra 
índole, de los gestores en las organizaciones, especial-
mente en las públicas”.1

La corrupción se ha expandido y extendido a lo lar-
go y ancho de todas las relaciones humanas. Podemos 
encontrarla, tanto en el gobierno como en las empre-
sas, y desde las esferas más altas del poder hasta en los 
actos cotidianos, por lo que ha provocado desinterés 
y apatía al llevarnos a pensar que ya nada se puede ha-
cer, creando la idea de que es algo común que no tiene 
consecuencias ni solución. Detectar, denunciar y cas-
tigar la corrupción va de la mano con definir los actos 
delictivos, tanto leves como graves, para hacerlos vi-
sibles y entender cuáles son los correctivos y castigos 
correspondientes, lo que hace necesario y urgente, un 
trabajo conjunto entre autoridades y sociedad.

Tecnología en el combate 
a la corrupción

Síntesis

La corrupción es un problema que afecta 
a todos los países del mundo y a todas las 
culturas, que se ha expandido y extendido 
a lo largo y ancho de las relaciones huma-
nas y sobre la cual se hace necesario, de 
manera urgente, un trabajo conjunto entre 
autoridades y sociedad para erradicarla.

En la consecución de este propósito es 
importante considerar la tecnología como 
un instrumento que ayude a detectar y 
controlar la corrupción, a fin de reducirla 
y así estar en condiciones de gestionar de 
manera más eficaz y eficiente los recur-
sos públicos en favor de la sociedad. Sin 
embargo, es necesario mantenerse atento 
a los posibles riesgos que esto conlleva.
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De acuerdo con el Índice de Percepción de la Corrupción, en 
su edición 2018, México obtuvo una calificación de 28 
puntos, lo que lo ubica en la posición 138 de una lista 
de 180 países, colocando al país como el más corrupto 
entre los miembros de la Organización para la Coo-
peración y el Desarrollo Económicos (OCDE) y del 
G-20.2 En el caso de México, la corrupción ha avanza-
do año con año. En 2012 la calificación obtenida fue 
de 34, que bajó a 31 en 2015, a 30 en 2016 y a 29 en 2017. 
En su análisis, Transparencia Mexicana señala que 
algunos de los factores que han contribuido a estas 
cifras son la “falta de una política anticorrupción y a 
que las medidas adoptadas son de carácter preventi-
vo, muchas de ellas han resultado ineficaces y pocas 
medidas conducen a la sanción o a la reparación del 
daño a las víctimas”.3

Cifras como estas hacen urgente acabar con la corrup-
ción, lo cual generará beneficios para todos, permitien-
do gestionar de forma efectiva la inversión pública con 
los provechos sociales que esto conlleva. Afortunada-
mente la tecnología, apoyada de un programa de polí-
ticas integrales, puede convertirse en una herramien-
ta fundamental para fortalecer la institucionalidad, 
la gestión pública, la transparencia y el uso efectivo 

de los recursos, permitiendo al ciudadano común y a 
las organizaciones del sector privado realizar un se-
guimiento permanente, censurando las acciones co-
rruptas de manera oportuna y óptima. Por esa razón 
es importante considerarla como una estrategia para 
la detección y control de la corrupción con el fin de 
reducirla, ya que la tecnología y las herramientas di-
gitales pueden aportar mucho en la lucha contra ese 
flagelo.

Utilizar las tecnologías de la información y la co-
municación en la administración pública de todos 
los niveles se convierte en un instrumento para 
mejorar sus funciones y ofrecer múltiples venta-
jas: reducción en los tiempos para la realización de 
trámites; disminución en los costos de operación 
por parte del sector público al realizar transaccio-
nes con clientes y proveedores, y mayor difusión 
de información actualizada para los ciudadanos. 
También apoya a reducir la corrupción, al mejorar 
la disponibilidad y actualización de la información, 
simplificando los procesos y evitando situaciones de 
información asimétrica entre los servidores públi-
cos y los ciudadanos. Permite contar con evidencias 
de auditoría y, en el caso de la gestión tributaria 
por medio de la tecnología, se reducen las prácticas 
discrecionales evitando procesos de corrupción y 
generando sistemas transparentes y confiables con 
el objetivo de lograr aumentar la recaudación de 
manera efectiva. 

La integración de nuevos mecanismos tecnológicos 
en contra de la corrupción en México surge durante 
el mandato del expresidente Ernesto Zedillo, y em-
pieza a tomar forma durante la presidencia de Vicen-
te Fox. Desde entonces, el gobierno electrónico se ha 
constituido como una herramienta que, poco a poco, 
mejora el acercamiento del gobierno con los ciudada-
nos. En este sentido, México ha mostrado interés por 
mantenerse a la par de los países desarrollados, im-
plementando mecanismos que desarrollen el gobier-
no electrónico para simplificar los procesos públicos, 
incrementar la información disponible y mejorar las 
transacciones entre el sector público y la población 
en general.

Las primeras actividades gubernamentales digita-
lizadas, debido a su vulnerabilidad ante actos de 
corrupción, fueron las contrataciones públicas por 
medio del Sistema CompraNet, al ser esta una acti-
vidad económica clave para los gobiernos, ya que la 
forma en la cual se ejerce el dinero de los contribu-
yentes no solo afecta la calidad de los servicios pú-
blicos, sino que es un elemento de interés nacional 
con potencial para impulsar la productividad de la 
economía.

Detectar, denunciar 
y castigar la 

corrupción va de la 
mano con definir los 
actos delictivos, tanto 

leves como graves
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Sin embargo, este sistema no ha funcionado como se 
esperaba y la OCDE ha hecho la recomendación de que: 

el sistema CompraNet abarque el ciclo comple-
to de la contratación pública, en las fases previas 
y posteriores a la licitación; avanzar en la intero-
perabilidad de CompraNet con otros sistemas gu-
bernamentales, como los relativos a presupuesto y 
programación, asegurar la calidad de la informa-
ción que se sube al sistema electrónico y la adop-
ción de formatos homologados que permitan la 
reutilización de datos.4

Por otra parte, le reconoce como ventajas la genera-
ción de ahorros en los costos de transacción de los 
procesos de compra, y como una palanca efectiva 
para incrementar la competencia y, en consecuen-
cia, reducir los precios pagados por las instituciones 
públicas.

Otra de las medidas tomadas por el gobierno de 
México en el combate a la corrupción fue la crea-
ción del Sistema Nacional Anticorrupción (SNA), 
el 27 de mayo de 2015, “cuyo objetivo radica en pre-
venir, investigar y sancionar las faltas y delitos 
relacionados con la corrupción, así como vigilar y 
controlar la forma en que las instituciones de go-
bierno utilizan los recursos públicos”.5

Uno de los elementos principales del Sistema Nacio-
nal Anticorrupción es la llamada Plataforma Digital 
Nacional (PDN) cuya función es integrar y conectar 
los diversos sistemas electrónicos que posean datos 
e información sobre seis categorías de sistemas que 
contienen datos estratégicos en el combate contra la 
corrupción. 

Los mecanismos de operación de la PDN se estable-
cen en el Título IV de la Ley General del Sistema Na-
cional Anticorrupción (LGSNA). De acuerdo con el 
artículo 49 de esta ley, la plataforma cuenta con seis 
sistemas: 

1) Sistema de evolución patrimonial, de declaración 
de intereses y constancia de presentación de Declara-
ción Fiscal (Ley 3 de 3), 2) Sistema de servidores pú-
blicos que intervengan en procedimientos de contra-
taciones públicas, 3) Sistema Nacional de Servidores 
Públicos y Particulares sancionados, 4) Sistema de 
información y comunicación del Sistema Nacional 
Anticorrupción y del Sistema Nacional de Fiscaliza-
ción, 5) Sistema de denuncias públicas de faltas ad-
ministrativas y hechos de corrupción y 6) Sistema de 
Información Pública de Contrataciones.6

A su vez, el artículo 50 de la LGSNA destaca que la crea-
ción de una plataforma, con los sistemas mencionados, 
permite el aprovechamiento de las nuevas tecnologías 
para hacer transparente la información de los servidores 
públicos y particulares que cometan actos de corrupción, 

1	 Real Academia Española (2019). Diccionario de la lengua española. Dis-
ponible en: <https://dle.rae.es/?id=B0dY4l3>. Consultado 7 de octubre de 
2019.

2	 INFOBAE (2019, 29 de enero). “México, el más corrupto entre los países 
de la OCDE: Transparencia Internacional”. Disponible en: <https://www.
infobae.com/america/mexico/2019/01/29/mexico-el-mas-corrupto-entre-
los-paises-de-la-ocde-transparencia-internacional/>. Consultado 7 de 
octubre de 2019.

3	 Transparencia Mexicana (2019). Índice de percepción de la corrupción. Dis-
ponible en: <www.tm.org.mx/ipc2018>. Consultado 9 de octubre de 2019.

4	 Organización para la Cooperación y el Desarrollo Económicos (2018, 9 
de enero). “El Sistema CompraNet tiene el potencial de generar ahorros 
significativos”. Disponible en: <https://www.oecd.org/centrodemexico/
medios/el-sistema-compranet-tiene-el-potencial-de-generar-ahorros-
significativos-para-las-instituciones-publicas.htm>. Consultado 10 de 
octubre de 2019.

5	 Ethos Laboratorio de Políticas Públicas (2018, 5 de junio). Guía Ciudadana 
del Sistema Nacional Anticorrupción. México: Ethos Laboratorio de Políticas 
Públicas.  Disponible en: <http://www.guiaciudadanadelsna.org.mx/>. 
Consultado 11 de octubre de 2019.

6	 Secretaría de la Función Pública (2016, 18 de julio). Ley General del 
Sistema Nacional Anticorrupción. En “Sistema Nacional Anticorrupción 
(SNA)”. México: Secretaría de la Función Pública. Disponible en: <https://
www.gob.mx/sfp/acciones-y-programas/sistema-nacional-anticorrup-
cion-64289>. Consultado 12 de octubre de 2019.

así como de las denuncias y procedimientos relaciona-
dos con el SNA. Para su adecuado funcionamiento se ga-
rantizará su estabilidad y seguridad; además, se buscará 
homologar sus procesos y que su uso sea sencillo para los 
usuarios.

Como se puede apreciar, la corrupción afecta a los fac-
tores clave del crecimiento, tales como la innovación, la 
difusión de nuevas tecnologías y la asignación de recur-
sos. Por consiguiente, mitigar el riesgo de corrupción 
representa un paso importante en el camino del país 
hacia un desarrollo sostenible e incluyente.

Es importante desarrollar una política integral en 
contra de la corrupción que considere los beneficios 
tecnológicos como una herramienta fundamental 
que ayude a desarrollar sistemas para dar segui-
miento a los flujos ilícitos de operaciones financie-
ras, aumentar la integridad en los negocios, reforzar 
las leyes, fortalecer la institucionalidad y la gestión 
pública, generar una mejor transparencia y el uso 
efectivo de los recursos y en donde los ciudadanos 
pueden realizar un seguimiento permanente y cen-
surar las acciones corruptas de manera oportuna 
y óptima considerando en estos procesos al sector 
privado.

La educación y la tecnología son la base fundamental 
para atacar la corrupción. Es necesario abatir los re-
zagos en el sistema legal y tomar en cuenta el factor 
tecnológico en la guerra contra la corrupción constru-
yendo las condiciones institucionales que nos permi-
tan aprovechar estos avances tecnológicos para mejo-
rar la calidad y la integridad de los servicios públicos. 
Sin embargo, utilizar la tecnología no está exenta de 
riesgos, por lo que es importante empoderar a los ciu-
dadanos en su manejo, y facilitar su acceso y uso efec-
tivo para generar procesos eficientes. 
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L.C.C. Néstor Ignacio Ortega González 
Presidente del Consejo Directivo del Colegio 

de Contadores Públicos del Valle de Toluca, A.C. 
nortega.glez@yahoo.com.mx

El trabajo 
de auditoría 

como herramienta 
anticorrupción

Síntesis

La auditoría como una especialidad de la Contaduría es una herra-
mienta poco explotada dentro de las actividades y la planeación del 
combate a la corrupción. El gremio contable es un elemento clave 
para lograr el objetivo trazado, pues se tienen las herramientas 
necesarias, la normatividad como base y la experiencia como apo-
yo para lograr una planeación estratégica.

La auditoría está ligada a todos los temas económicos, de control 
y prevención, y nuestro objetivo es señalar de qué forma hemos 
apoyado y hasta dónde podemos llegar utilizando esta especialidad 
como una herramienta efectiva y eficiente.

Introducción
Hoy en día las administraciones públicas en nuestro país 
enfrentan varios retos, y uno de los principales es el com-
bate a la corrupción que, a su vez, es el que le da origen, 
de manera transversal, a otros como la seguridad pública, 
la cultura tributaria, ofrecer mejores servicios públicos e 
infraestructura mediante menores costos, que permitan 
hacer eficiente el gasto público. Sin duda, las herramien-
tas para hacer frente a ese gran reto son diversas, y el papel 
que desempeña la auditoría es de la mayor importancia. 

Historia de la auditoría
La auditoría está ligada a las primeras actividades eco-
nómicas del hombre, sobre todo a las derivadas de la 
convivencia en comunidad, el comercio, etc. donde los 

recursos debían controlarse; es por ello que nos remon-
taremos a sus inicios “en el siglo XVIII d.C., cuando las 
transacciones, las sociedades comerciales y las familias 
adineradas se incrementaban principalmente en Ingla-
terra”1, cuando se tuvo la necesidad de tener una retroali-
mentación informativa de manera numeraria o contable, 
contratando auditores para asegurarse de que no hubie-
sen fraudes en el manejo de sus recursos; de este modo 
nace la auditoría contable, como un ejercicio de detec-
ción y prevención de fraudes o errores en las finanzas.

A raíz de la crisis de mercado en 1929, en los EE.UU., 
teniendo un endurecimiento legal sobre transparencia 
en la información contable, surge la necesidad de con-
tratar auditores externos para conocer la situación en la 
que se encontraban las empresas, ya que internamente 
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existían conflictos de intereses y se ocultaba información, lo cual generaba 
pérdidas millonarias; por lo que en 1941 surge el Instituto de Auditores In-
ternos (IIA, por sus siglas en inglés) en los EE.UU., definiendo las tareas y 
objetivos de la función de la auditoría interna como una función objetiva de 
aseguramiento y de asesoramiento independiente concebida para agregar 
valor y mejorar las operaciones de una organización; de ese modo se ayu-
daba a lograr sus objetivos con el aporte de un enfoque sistemático y dis-
ciplinado que permita evaluar y mejorar la eficacia de la gestión de riesgos, 
control y gobierno.

“En México un claro ejemplo del origen de la auditoría es en el pueblo azteca, 
cuando se daba un incumplimiento al pago de contribuciones el calpixque 
azteca, capataz de las haciendas, lo reportaba, la función de esta figura era 
como de recaudador y como auditor”.2 Posteriormente, la autoridad religiosa 
toma esta tarea mediante el pago de su diezmo y para su control estaban los 
auditores encargados de emitir los reportes, y aquellos que no cumplían con 
su pago eran enviados al Tribunal del Santo Oficio; dicho dominio concluyó 
con la promulgación de leyes de reforma de Benito Juárez.

Relación de la auditoría, el control interno y la Ley General del 
Sistema Nacional Anticorrupción
Por una parte, el Instituto Mexicano de Contadores Públicos publica las Nor-
mas de Auditoría, para Atestiguar, Revisión y otros Servicios Relacionados, año con 
año; dicho documento concentra la traducción autorizada al español de las 
Normas Internacionales de Auditoría, Tabla de Equivalencias, la Norma de 
Control de Calidad, el Glosario de Términos, entre otros textos; es decir, el 
IMCP adoptó las Normas Internacionales de Auditoría a partir de los ejer-
cicios contables que iniciaron el 1 de enero de 2012, quedando abrogadas las 
Normas de Auditoría Generalmente Aceptadas, lo cual tuvo los siguientes 
beneficios: un reconocimiento internacional de las auditorías de los estados 
financieros que se hacen en nuestro país y una mayor comparabilidad de la 
aplicación de las normas con lo que se hace a escala internacional.

Ahora bien, como complemento a lo anterior en el plano gubernamental, 
en México se han realizado modificaciones al marco normativo enfocán-
dose en temas de transparencia y corrupción:

1.	 Transparencia:

a)	 Se expide la Ley General de Contabilidad Gubernamental, el 31 
de diciembre de 2008.

b)	 Modificación del artículo 6 Constitucional, el 7 de febrero de 2014.

c)	 Se promulga la Ley General de Acceso a la Información Pública, 
el 4 de mayo de 2014.

d)	 Se expide la Ley de Disciplina Financiera, el 27 de abril de 2016.

e)	 Se promulga la Ley Federal de Transparencia y Acceso a la Infor-
mación Pública, el 9 de mayo de 2016.

2.	 Combate a la corrupción:

a)	 Reforma a 14 artículos constitucionales, el 27 de mayo de 2015 
(22, 28, 41, 73, 74, 76, 79, 104, 108, 109, 113, 114,116 y 122). 
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El 18 de julio de 2016 fueron publicadas en el Diario Oficial de la Federación (DOF) 
las leyes secundarias que dan vida al Sistema Nacional Anticorrupción:

>	 El Sistema Nacional Anticorrupción coordina a actores sociales y a 
autoridades de los diferentes órdenes de gobierno, a fin de prevenir, 
investigar y sancionar la corrupción, representando un avance de 
relevancia histórica para el país en la lucha contra la corrupción. 

>	 La Ley General del Sistema Nacional Anticorrupción tiene como 
objeto establecer mecanismos de coordinación entre las autoridades 
de todos los órdenes de gobierno y bases mínimas para prevenir, 
detectar, sancionar faltas administrativas y de hechos de corrup-
ción, fiscalizar y controlar los recursos públicos y emitir políticas 
públicas integrales en la materia.

Por lo anterior, la línea de tiempo del nacimiento y evolución de la audi-
toría en nuestro país más la emisión de normatividad en tema anticorrup-
ción se pueden observar de la siguiente manera:

Se crea el Tribunal 
Mayor de Cuentas

Se funda el Instituto 
Mexicano de 

Contadores Públicos

Surge el organismo 
Contaduría Mayor de 
Hacienda (CMH) y el 

Departamento de 
Contraloría

La función de Contraloría se 
concentra en la Tesorería de 

la Federación

El CMH se denomina 
Auditoría Superior de 

la Federación

La Secretaría de 
Programación y 

Presupuestos del Gobierno 
Federal Mexicano emite el 

Manual de Auditoría 
Gubernamental

DECRETO por el que se reforman, 
adicionan y derogan diversas 
disposiciones de la CPEUM, en 

materia de combate a la corrupción

El Congreso facultado para 
revisar anualmente las 

cuentas del gobierno 
federal

Ernesto Zedillo crea la 
Secretraría de la Contraloría 

General de la Federación 
(SECOGEF) y por sus 

propuestas se crea la Ley de 
Fiscalización Superior

Fueron elaboradas las 
Normas de Auditoría 

Generalmente Aceptadas

Adopción integral de las NIA  
para las auditorías de 

estados financieros Se expide la Ley General del 
SNA y leyes secundarias

1524

1824

1917 1932 1981

1923 1947 2000 2012 2016

2000 2015

El control interno es un plan de organización de métodos y procesos con 
identificación de funciones y tareas específicas, organizado mediante la 
delegación de funciones y actividades específicas, siendo el control inter-
no, la base para determinar el alcance, la confiablidad y el punto principal 
de estudio de un auditor con el fin de conocer el proceso administrativo de 
cualquier entidad.4 Sin duda, la evaluación del control interno da la pauta 
a la planeación de la auditoría.

Dentro de las Normas Internacionales de Auditoría está la 265, Comunica-
ción de las deficiencias en el control interno a los responsables del Gobierno y a la 
Dirección de la entidad, que trata sobre el control interno, la responsabilidad 
que tiene un auditor de comunicar a los responsables del gobierno y a la 
dirección de una entidad las deficiencias existentes en el control interno 
que haya identificado durante el proceso de auditoría.

El espíritu de la auditoría es evaluar el control interno para emitir una 
opinión sobre la integridad de la información financiera para la toma de 
decisiones, teniendo como consecuencia la identificación de hallazgos, no 
tanto para identificar los hallazgos para tener sanciones y/o fincamiento 
de responsabilidades como en el caso del sector público. Por ello, el mayor 
legado de la auditoría debe ser mejorar los controles internos, pues el au-
ditor no es un investigador, sino que debe corregir, bajo la máxima de que 
cuando pasa algo se deben realizar dos cosas: una, corregir para que no 
vuelva a pasar y dos, resolverla.
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Cuando se corrige para que no vuelva a suceder se mejora 
el control interno o se realiza una reingeniería de pro-
cesos a fin de obtener el mejor resultado y, por ende, se 
obtienen mayores controles que evitan la corrupción y 
salvaguardan la integridad de la información financiera 
del ente público.

Auditoría

Ley General de 
Contabilidad 
Gubernamental

Ley de Disciplina 
Financiera

Ley General de 
Transparencia y Acceso a 
la Información Pública

2008

Abril
2016

2015

Julio
2016 Ley General del Sistema 

Nacional Anticorrupción

Sistema Nacional
Anticorrupción

Mejoramiento de 
procesos

Cambio de cultura en 
servidores públicos

Mejores prácticas de 
gobierno

Herramienta 
permanente 

anticorrupción 

Normas de Auditoría para Atestiguar, 
Revisión y Otros Servicios Relacionados

Normas Internacionales de Auditoría

Control Interno

Hallazgos

• Ley General del Sistema Nacional Anticorrupción (nueva) 
• Ley General de Responsabilidades Administrativas (nueva) 
• Ley Orgánica del Tribunal Federal de Justicia Administrativa (nueva) 
• Ley de Fiscalización y Rendición de Cuentas de la Federación (nueva) 
• Ley Orgánica de la Procuraduría General de la República 

(reformada), ahora Ley Orgánica de la Fiscalía General de la 
República.

• Código Penal Federal (reformado)
• Ley Orgánica de la Administración Pública Federal (reformada)

Conclusión
Al tener hallazgos, parecería ser que lo urgente en 
atención son aquellos que presentan daño económi-
co, y es donde existe el morbo de la ciudadanía, sin 
duda son los que deben presentar acciones legales 
pertinentes; sin embargo, el verdadero combate a la 
corrupción generado por el trabajo de auditoría está 
en los hallazgos de mejora al control interno, pues 
al atenderlos se está resolviendo el problema de raíz 
y, sobre todo, el reto de blindar ese control interno 
para que no vuelva a ser vulnerado. Este es un traba-
jo constante y apasionante que la profesión contable 
debe abrazar por ser nosotros los especialistas en los 
procesos que impactan en las cifras financieras.

La Contaduría Pública, como especialista en la Au-
ditoría, tiene la misión de mejorar constantemente 
el control interno de los entes públicos, con el fin de 
establecer plataformas sólidas de ayuda para evitar la 
corrupción. 

1	 Sandoval Morales, Introducción a la Auditoría, p.22.
2	 Periódico Oficial, Gaceta del Gobierno del Estado de México (2018). 

Manual General de Organización del Órgano Superior de Fiscalización del Estado 
de México, p.5.

3	 Secretaría de la Función Pública, Sistema Nacional Anticorrupción.
4	 Auditoría Superior de la Federación y Secretaría de la Función Pública, 

Marco Integrado de Control Interno.

Nota aclaratoria

En la revista de noviembre aparece una fotografía que no corresponde a los integrantes de 
la Región Centro-Occidente del Instituto Mexicano de Contadores Públicos, A.C. Por ello, en 
este número presentamos a los representantes de dicha Región, la cual estuvo a cargo de la 
edición del mes anterior.

Integrantes de la Región Centro-Occidente
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En los últimos años algunos países de Améri-
ca Latina, incluido el nuestro, han realizado 
distintas modificaciones a sus legislaciones 
con la finalidad de atender diversas pro-
puestas o recomendaciones de organizacio-

nes internacionales planteadas en diversas convencio-
nes para el combate a la corrupción. Una de estas es la 
importancia de incluir la participación ciudadana en 
la vigilancia de las acciones que realiza un gobierno 
estatal.

En México, las reformas constitucionales del 27 de 
mayo de 2015 propiciaron la creación del Sistema Na-
cional Anticorrupción (SNA), el cual busca agrupar 
a distintas autoridades encargadas del combate a la 
corrupción en un mismo comité que permita coor-
dinarse para una Política Nacional Anticorrupción. 
Con estas reformas, México ha impulsado la soberanía 

con nuevos mecanismos de participación ciudadana 
que permiten mayor transparencia en la rendición de 
cuentas, creando el Comité de Participación Ciudada-
na (CPC), considerado como un órgano constitucional 
conformado por cinco ciudadanos que coordina las ac-
tividades del SNA. Los principales objetivos son pro-
poner políticas integrales anticorrupción para el Esta-
do mexicano y vincular a la sociedad civil, la academia 
y el sector empresarial con las instituciones del SNA, 
para lograr:

>	 La participación y vigilancia ciudadana.

>	 La ética, profesionalización e integridad en el 
servicio público.

>	 La efectividad de las instituciones que integran 
el Sistema Nacional Anticorrupción. 

Síntesis

La Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos 
considera a distintas autoridades que integran el Sistema 
Nacional de Anticorrupción (SNA) y como una instancia co-
legiada, al Comité de Participación Ciudadana, por lo que 
se analizan sus facultades como parte del Comité Coordi-
nador del SNA en la prevención, detección y sanción de los 
hechos de corrupción.

Atribuciones constitucionales del Comité 
de Participación Ciudadana

Atribuciones constitucionales del Comité Atribuciones constitucionales del Comité 
de Participación Ciudadanade Participación Ciudadana

C.P.C. María de las Mercedes Cid del Prado Sánchez 
Socio Director de la firma Contadores, Asesores y Consultores, S.C. 

Profesora e investigadora de la Universidad Autónoma del Estado de México  
Vicepresidente de Legislación de la Región Centro 

cacsc1@hotmail.com 
cacsc1@live.com
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Atribuciones del CPC
Con las reformas constitucionales generadas en 2015 para la creación del Sistema 
Nacional de Anticorrupción nace el Comité de Participación Ciudadana (CPC) con 
atribuciones definidas en el artículo 21, fracción I-XVII de la Ley General del Siste-
ma Nacional Anticorrupción: 

>	 Aprobar sus normas de carácter interno.

>	 Elaborar su programa de trabajo anual.

>	 Aprobar el informe anual con base en su programa.

>	 Participar en la Comisión Ejecutiva.

>	 Acceder a información que genere el SNA.

>	 Opinar y proponer políticas y metodologías anticorrupción.

>	 Implementar indicadores de evaluación.

>	 Establecer vínculos con la sociedad civil.

>	 Vigilar el buen funcionamiento del Sistema Nacional Anticorrupción.

Es importante mencionar que el presidente del CPC tendrá atribuciones espe-
cíficas como:

1.	 Presidir las sesiones.

2.	 Representar a dicho Comité ante el Comité Coordinador.

3.	 Preparar el orden de los temas a tratar.

4.	 Garantizar el seguimiento de los temas de la fracción II.

Asimismo, el CPC, como parte de sus atribuciones, podrá solicitar al Comité 
Coordinador la emisión de exhortos públicos cuando algún hecho de corrup-
ción requiera de aclaración pública. Ahora bien, a cuatro años de la aparición 
y modificación de leyes que han ocurrido para que el CPC funcione en nuestro 
país, analizaremos algunos avances que se han logrado como se muestran a 
continuación.

Logros del Comité de Participación Ciudadana
1.	 Como establece la normatividad del CPC, este deberá tener sesiones 

ordinarias y extraordinarias, remitiendo los anexos correspondientes, en 
concordancia con los principios de transparencia y acceso a la informa-
ción. Desde el año 2017 al mes de agosto de 2019 se han realizado más de 
30 sesiones que permiten verificar sus acuerdos y avances obtenidos.

2.	 Se han realizado algunos mecanismos de articulación entre organizaciones 
de la sociedad civil, la academia y grupos ciudadanos, según las facultades 
del CPC, así como convenios firmados con organismos de la sociedad civil, 
la academia y el sector empresarial.

3.	 Se efectuaron diversos exhortos y recomendaciones con la finalidad de que 
las distintas autoridades las apliquen y minimicen su grado de corrupción. 
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Una de las recomendaciones es relacionada con la asignación de los jue-
ces y magistrados en materia de corrupción.

4.	 El CPC ha tenido una gran participación en la propuesta del formato de 
la declaración patrimonial y de intereses para los servidores públicos.

5.	 Respecto a los diversos indicadores de medición de la corrupción en Mé-
xico, podemos visualizar en la página del CPC a organizaciones nacionales 
e internacionales que miden a México en este ámbito, donde se demuestra 
lo siguiente:

>	 México cae en el Índice de Percepción de la Corrupción 2018.

>	 Desmantelamiento de redes de corrupción y recuperación de activos, 
prácticamente inexistentes en las acciones anticorrupción de México.

>	 Esfuerzos aislados y poco sistemáticos en prevención de la corrupción, 
los hacen ineficaces, señaló Transparencia Mexicana.

Como se puede observar, el Comité ha ido cumpliendo diversas actividades 
que sus atribuciones le permiten y para las cuales fue creado, aunque, desde 
mi particular punto de vista, solo se queda en recomendaciones y no se nota 
el impacto que la ciudadanía quisiera.

A escala nacional, según reporte que se presenta en la plataforma del CPC, 
31 entidades de la República Mexicana han creado su comité a excepción del 
estado de Chiapas, que sigue sin operar a la fecha de este artículo. En estric-
to rigor, todos deberán estar trabajando en las mismas condiciones que el 
CPC nacional o federal, y si analizamos cada uno de estos, como el nacional, 
estaríamos concluyendo que en su mayoría existe un incumplimiento de las 
actividades a realizar. Además, identifiqué que en el caso del Comité del Es-
tado de México se tuvo un ingenio mayor al incluir en su ley estatal de anti-
corrupción a los comités municipales con las mismas obligaciones que todos.

Aunado a esto, recordemos que se publicó una nota de la abogada Irene Levy 
Mustri, en la que informaba su renuncia con fecha 30 de septiembre de 2019, 
como integrante del CPC del Sistema Nacional Anticorrupción, además de referir 
diversos puntos para no permitir que se debilite más el sistema y que se realice 
una reforma estructural al SNA para ajustarlo y lograr contrapesos deseados.

El CPC tiene un gran reto ante el SNA, ya que parte de sus atribuciones son 
proponer proyectos de mejora en la sistematización de la información con el 
objeto de minimizar costos y aumentar beneficios. No dudo que la propuesta 
pueda cumplirse, pero que se aplique es otra cosa.

Conclusión
México ya empezó a trabajar en el combate a la corrupción, sin embargo, su 
proceso es largo y complejo por las distintas autoridades que integran el SNA. 
Considero que para visualizar los primeros resultados de este proyecto toda-
vía faltan algunos años por recorrer.

A pesar de las modificaciones que ha tenido nuestra Constitución y la crea-
ción de la Ley General del Sistema Nacional de Anticorrupción, de la cual se 
deriva una nueva figura influyente como lo es el CPC, seguimos igual o hasta 
peor en los cambios que hubiese querido la ciudadanía. Considero que se ten-
drán que dar más atribuciones al CPC y a las autoridades del SNA para tener 
el impacto que pretende este sistema y la sociedad. 
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Estímulo fiscal para la Ley de Estímulo fiscal para la Ley de 
Ingresos de Oaxaca de Juárez Ingresos de Oaxaca de Juárez 

C.P. José Luis Arellano Sánchez 
C.P. Rafaela Jiménez Serna 
L.D. Arima Ojeda Santiago  
L.D. José Ricardo Rivas Castellanos

Dirigida por: C.P. y M.I. Juan Carlos 
Hernández Santoyo

Introducción
El deterioro medioambiental presenta un área de 
oportunidad en las políticas públicas y en los procesos 
de creación de leyes de carácter fiscal, lo cual resulta 
primordial para el desarrollo del país.

El tema para el cuidado del medio ambiente cuenta 
con muchas aristas como el agua, el aire, la tierra, los 
bosques, los océanos, los ríos, el dióxido de carbono, 
la basura, entre otros. Atendiendo a esta última, la 
basura, cuando en las ciudades se generan residuos 
sólidos sin una política gubernamental que ordene su 
tratamiento, deja al descubierto la discreción de los 
gobernados para responder, o no, a favor del medio 
ambiente.
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Tratamiento de residuos sólidos  Tratamiento de residuos sólidos  
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El aprovechamiento y valorización de residuos en el 
estado de Oaxaca, no va más allá de la segregación, 
clasificación, acopio y almacenamiento de ciertos sub-
productos con valor comercial como el PET, los meta-
les y el cartón. La Dirección de Servicios Municipales 
del Ayuntamiento de Oaxaca de Juárez reconoce que 
la gestión de residuos sólidos representa un gran pen-
diente. Si la cultura ambientalista de las personas físi-
cas y morales se hiciera patente al segregar y clasificar 
los residuos sólidos, en lugar de generarse 800 tonela-
das diarias de basura canalizada al tiradero de Zaachi-
la, la cifra oscilaría en el orden de las 600 toneladas.

El reto de la administración pública en la ciudad capi-
tal de Oaxaca salta a la vista, por lo que es perentorio 

propiciar el tratamiento de los residuos sólidos por 
etapas. Podría, en principio, alentarse económicamen-
te a las personas físicas y morales que realizan activi-
dades empresariales para, en una etapa subsecuente, 
proseguir con el resto de la población.

Lamentablemente, las personas físicas y morales con 
residencia en la capital de Oaxaca, que realizan ac-
tividades empresariales, no cuentan con incentivos 
que las motiven a segregar y clasificar los residuos 
sólidos urbanos que generan. La falta de instrumen-
tos económicos que incentiven el cumplimiento de 
los objetivos de la política ambiental en el munici-
pio de Oaxaca de Juárez, en su condición de mecanis-
mos normativos y administrativos de carácter fiscal, 
implica la generación sostenida de altos índices de 
contaminación ambiental en dicha jurisdicción, tal 
como lo indica la Dirección de Servicios Municipales 
del Ayuntamiento, ya que no se promueve el cambio 
de conducta de los empresarios para tratar, de origen, 
los desechos.

La ausencia de este tipo de instrumentos económicos 
se refleja en el contexto de la Ley de Ingresos federal, 
estatal y municipal.

En el presente artículo se propone la configuración 
de un estímulo fiscal consistente en la reducción del 
monto anual a pagar por el permiso de uso de suelo co-
mercial, industrial y de servicios, mediante el cual las 
personas físicas y morales con actividad empresarial 
pueden interesarse en participar, activa y sostenida-
mente, en programas de ordenación, segregación, cla-
sificación y recuperación de subproductos derivados 
de los residuos sólidos urbanos con alto valor comer-
cial para la industria, sea por reuso o reciclaje.

Fundamentos 
Residuos sólidos, RSU y basura
La Secretaría del Medio Ambiente y Recursos Natura-
les (SEMARNAT) establece que:

[…] Los residuos se definen formalmente como los 
materiales o productos que se desechan ya sea en 
estado sólido, semisólido, líquido o gaseoso, que se 
contienen en recipientes o depósitos, y que necesitan 
estar sujetos a tratamiento o disposición final.1

Algunos residuos sólidos, en palabras de Montserrat 
Gómez, pueden llegar a ser recursos potenciales, como 
es el caso del cartón, el vidrio y otros residuos sólidos 
susceptibles de revalorización.2

De no ser separados los residuos, pueden perder su valor 
de manera definitiva, como lo refiere el Instituto Estatal 
de Ecología y Desarrollo Sustentable, en el siguiente tenor: 
“Los residuos sólidos son restos de productos de consumo 
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que se desechan. Al mezclarse se convierten en ‘basura’ y 
pierden la posibilidad de ser reutilizados o reciclados”.3

La Organización de las Naciones Unidas para el Desarro-
llo Industrial (ONUDI) define desecho como

[…] todo lo que es generado como producto de una 
actividad, ya sea por la acción directa del hombre o 
por la actividad de otros organismos vivos, formán-
dose una masa heterogénea que, en muchos casos, es 
difícil de reincorporar a los ciclos naturales.4

La acción directa de desechar puede repercutir ne-
gativamente en el medio ambiente, bajo la óptica de 
que este acto de desechar (deshacerse de algo sin tra-
tamiento previo ni premeditado) complica la posibi-
lidad de reincorporar los residuos de valor y utilidad 
a los ciclos naturales, lo cual resulta en un daño am-
biental que, en congruencia con el Programa de las 
Naciones Unidas para el Medio Ambiente, resultará 
irreversible.5

Según Echarri (citado por Bustos), un desecho es “[…] 
cualquier tipo de material que esté generado por la ac-
tividad humana y que está destinado a ser desechado”.6 
Significa que, al igual que la definición presentada por 
la ONUDI, aduce el inicio y el final de un proceso, pero 
omite la fase intermedia que es la de consumo; es de-
cir, se podría comprender de manera más clara que un 
residuo sólido es cualquier material producido por el 
hombre y que, con posterioridad a su uso, consumo o 
aprovechamiento, tiende a ser desechado.

Algunos autores, como Jorge Rodolfo Brión, conside-
ran que residuos sólidos son:

Los restos de las actividades humanas considerados 
como inútiles y sin valor económico para quien lo ge-
nera, o sea para el dueño inicial del residuo, entonces 
la actitud instintiva o primaria es tratar de desha-
cerse de este material y alejarlo lo más posible de su 
vista. El concepto de residuo tiene entonces incluida 
una connotación de valor económico.7

Hasta aquí, es un hecho que los residuos sólidos no 
poseen valor (económico o nominal, subjetivo ni re-
lativo) para quienes los desechan; sin embargo, para 
quienes los segregan (separan de la basura), pueden 
generar importantes ganancias. Tan solo la industria 
de plásticos y resinas representa en México un valor de 
más de 30 mil millones de dólares anuales.8

Así, y con base en los aportes autorales sobre el tema, 
se desprende la siguiente definición original e inédita:

Residuos sólidos son los restos de productos que fue-
ron usados, consumidos o aprovechados por el hom-
bre y que, en consecuencia, tienden a ser desechados 
al no poseer valor nominal, subjetivo, relativo, o 
ninguno, para quien los canaliza a una disposición 

final sin atender a una ordenación legal o cultural; 
es decir, sin previamente tratarlos, segregarlos ni 
clasificarlos, en el afán de rescatar subproductos re-
utilizables o reciclables para beneficio económico y 
del medio ambiente.

Es importante destacar que en la ciudad de Oaxaca de 
Juárez se generan alrededor de 800 toneladas diarias 
de basura canalizadas al tiradero de Zaachila. Si la cul-
tura ambientalista de las personas físicas y morales 
se hiciera patente al segregar los residuos sólidos, en 
lugar de generarse 800 toneladas diarias de basura ca-
nalizada al tiradero de Zaachila, la cifra oscilaría en el 
orden de las 600 toneladas.9

Sobre el tema de la basura, la Real Academia de la 
Lengua versa lo siguiente: “[…] Residuos desechados y 
otros desperdicios…”.10

Esta definición de la RAE, aunada al estudio realizado 
sobre residuos sólidos, confiere elementos esenciales 
para presentar, a contrario sensu, la siguiente definición 
original e inédita:

Basura es todo aquel residuo o desperdicio des-
echado como consecuencia de alguna actividad del 
hombre (por uso, consumo o aprovechamiento de 
productos) que, al mezclarse con varios tipos de 
desechos (sólidos, semisólidos, líquidos o gaseo-
sos, corrosivos o putrefactos), generan una masa 
heterogénea y químicamente reactiva sin posibili-
dad de ser reutilizada o reciclada, en detrimento de 
su valor económico y del medio ambiente.

Clasificación de los residuos
Después de consultar algunas taxonomías, se determi-
nó que la clasificación indicada por Diego López Bo-
nillo (citado por Montserrat Gómez) hace una distin-
ción entre otros residuos y los residuos de una ciudad 
capital. A saber, aquí se cita la clasificación: urbanos y 
agrarios…11

Según la procedencia y naturaleza de estos resi-
duos sólidos urbanos, Gómez los clasifica de mane-
ra que se distinguen aquellos que generan quienes 
realizan actividades empresariales –incisos c) y e) 
siguientes–:

a)	 Domiciliarios o aquellos generados en las actividades 
domésticas.

b)	 Voluminosos de origen domiciliario, que no pueden 
recibir el mismo tratamiento que los otros por su 
tamaño […].

c)	 Comerciales y de servicios.

d)	 Residuos procedentes de la limpieza de la red viaria 
[…].
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e)	 Industriales. Se trata de la “basura” generada en las 
industrias localizadas dentro de los núcleos urbanos y 
que están sujetos, por tanto, al mismo sistema de reco-
gida que los residuos domiciliarios, comerciales, […].12

Estímulo fiscal
La Suprema Corte de Justicia de la Nación considera 
que “[…] Los estímulos fiscales son prestaciones eco-
nómicas concedidas por el Estado a una persona o gru-
po de personas, con el objeto de apoyarlas o fomentar 
su desarrollo económico o social, ante una situación 
de desventaja o desigualdad…”.13

En cambio, la autoridad fiscal mexicana señala que “[…] 
Son apoyos gubernamentales que se destinan a promover 
el desarrollo de actividades y regiones específicas, a través 
de mecanismos tales como disminución de tasas impo-
sitivas, exención de impuestos determinados, aumento 
temporal de tasas de depreciación de activos, etc.”.14

En este sentido, la Ley General del Equilibrio Ecológico 
y la Protección al Ambiente, en su artículo 22 Bis, se-
ñala lo siguiente:

Artículo 22 Bis. Se consideran prioritarias, para efec-
tos del otorgamiento de los estímulos fiscales que se 
establezcan conforme a la Ley de Ingresos de la Fede-
ración, las actividades relacionadas con:

[…]

VII.- En general, aquellas actividades relacionadas 
con la preservación y restauración del equilibrio eco-
lógico y la protección al ambiente.15

Con base en las definiciones anteriores, se presenta la 
siguiente definición original e inédita:

Estímulo fiscal es el incentivo económico que otor-
ga el Estado a los contribuyentes mediante la dis-
minución de una tasa impositiva, la exención del 
pago de un determinado impuesto o el aumento 
temporal de las tasas de depreciación de activos, a 
fin de motivarlos a asumir una actitud o conducta 
prioritaria a favor del desarrollo de actividades y 
regiones específicas.
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Marco legal
El estudio del marco legal en la materia se lleva a cabo 
tomando en consideración la jerarquía de las leyes.

En primera instancia se tiene que el derecho a un 
medio ambiente sano se encuentra positivizado en 
la Constitución, la cual, en su artículo 4º, párrafo 5, 
menciona: “Toda persona tiene derecho a un medio 
ambiente sano para su desarrollo y bienestar. El Es-
tado garantizará el respeto a este derecho. El daño y 
deterioro ambiental generará responsabilidad para 
quien lo provoque en términos de lo dispuesto por 
la ley”.16

El artículo 25, párrafo 7 de la propia Constitución, seña-
la las atribuciones del Estado para respaldar, en parte, el 
cumplimiento de sus obligaciones en materia ambiental:

Artículo 25. Corresponde al Estado la rectoría del 
desarrollo nacional para garantizar que éste sea in-
tegral y sustentable, que fortalezca la Soberanía de 
la Nación y su régimen democrático y que, mediante 
la competitividad, el fomento del crecimiento econó-
mico y el empleo y una más justa distribución del in-
greso y la riqueza, permita el pleno ejercicio de la li-
bertad y la dignidad de los individuos, grupos y clases 
sociales, cuya seguridad protege esta Constitución. 
La competitividad se entenderá como el conjunto de 
condiciones necesarias para generar un mayor cre-
cimiento económico, promoviendo la inversión y la 
generación de empleo.

[…]

Bajo criterios de equidad social, productividad y sus-
tentabilidad se apoyará e impulsará a las empresas 
de los sectores social y privado de la economía, suje-
tándolos a las modalidades que dicte el interés público 
y al uso, en beneficio general, de los recursos producti-
vos, cuidando su conservación y el medio ambiente.17

Entrando en materia de las leyes secundarias, la Ley 
General del Equilibrio Ecológico y la Protección al Am-
biente (LGEEPA) refiere, en el artículo 1º:

ARTÍCULO 1o.- La presente Ley es reglamentaria de 
las disposiciones de la Constitución Política de los Es-
tados Unidos Mexicanos que se refieren a la preserva-
ción y restauración del equilibrio ecológico, así como 
a la protección al ambiente, en el territorio nacional y 
las zonas sobre las que la nación ejerce su soberanía y 
jurisdicción. Sus disposiciones son de orden público 
e interés social y tienen por objeto propiciar el desa-
rrollo sustentable y establecer las bases para: 

[…]

II.- Definir los principios de la política ambiental y 
los instrumentos para su aplicación;

[…]

VII.- Garantizar la participación corresponsable de 
las personas, en forma individual o colectiva, en la 
preservación y restauración del equilibrio ecológico y 
la protección al ambiente;

[…]

IX.- El establecimiento de los mecanismos de 
coordinación, inducción y concertación entre au-
toridades, entre éstas y los sectores social y pri-
vado, así como con personas y grupos sociales, en 
materia ambiental,…18

La disposición que precede delínea y detalla legal-
mente todo lo relativo a la garantía de un medio 
ambiente sano para las personas. Además, el citado 
objeto de dicha ley puede ser aplicado por la Fe-
deración, los Estados o los Municipios en uso de 
facultades concurrentes, tal como lo establece el 
artículo 73, fracción XXIX-G de la Constitución Po-
lítica de los Estados Unidos Mexicanos.

Como derivación de las facultades concurrentes, el ar-
tículo 8o de la Ley General del Equilibrio Ecológico y la 
Protección al Ambiente, se ciñe al ámbito municipal:

ARTÍCULO 8o.- Corresponden a los Municipios, de 
conformidad con lo dispuesto en esta Ley y las le-
yes locales en la materia, las siguientes facultades:

I.- La formulación, conducción y evaluación de la po-
lítica ambiental municipal;

[…]

IV.- La aplicación de las disposiciones jurídicas 
relativas a la prevención y control de los efectos 
sobre el ambiente ocasionados por la generación, 
transporte, almacenamiento, manejo, tratamien-
to y disposición final de los residuos sólidos e 
industriales que no estén considerados como pe-
ligrosos, de conformidad con lo dispuesto por el 
artículo 137 de la presente Ley;

[…]

XVI.- La formulación y ejecución de acciones de mi-
tigación y adaptación al cambio climático.19 

En el plano local, la Ley del Equilibrio Ecológico y Pro-
tección al Ambiente para el Estado de Oaxaca, en su 
artículo 7, enuncia:

Artículo 7.- Corresponden a los municipios del Es-
tado de Oaxaca, con el concurso, según el caso, del 
Gobierno del Estado, dentro de sus respectivas juris-
dicciones, las siguientes facultades: 

I. La formulación, conducción y evaluación de la po-
lítica ambiental municipal en congruencia con las 
disposiciones jurídicas federales y estatales sobre la 
materia;
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II. La aplicación de los instrumentos de política am-
biental previstos en la presente Ley;

[…]

IV. La autorización y regulación, conforme a las 
Normas Oficiales Mexicanas, del funcionamiento 
de los sistemas de recolección, transporte, alma-
cenamiento, manejo, rehúso [sic], tratamiento y 
disposición final de los residuos sólidos munici-
pales e industriales, de acuerdo al artículo 137 de 
la Ley General del Equilibrio Ecológico y la Protec-
ción al Ambiente;

VI. La aplicación de las disposiciones jurídicas en 
materia de prevención y control de la contaminación 
atmosférica generada por fuentes fijas que funcionen 
como establecimientos mercantiles o de servicios, de 
fuentes móviles que no sean consideradas de juris-
dicción federal o de fuentes naturales…

[…]

XXI. La promoción de la participación de la sociedad 
en materia ambiental, de conformidad con lo dis-
puesto en ésta [sic] Ley en el artículo 52;

[…]

XXIV. La concertación de acciones con los secto-
res social y privado en materia de su competencia 
y conforme a ésta [sic] Ley;…20

Esta misma Ley del Equilibrio Ecológico y Protección 
al Ambiente para el Estado de Oaxaca es determinante 
en los siguientes cuatro artículos:

Artículo 18.- El Estado y los Municipios en el ámbito 
de sus competencias, diseñarán, desarrollarán y apli-
carán instrumentos económicos que incentiven el 
cumplimiento de los objetivos de la política ambien-
tal, y mediante los cuales se buscará:

I. Promover un cambio en la conducta de las per-
sonas que realicen actividades industriales, co-
merciales y de servicios, de tal manera que sus in-
tereses sean compatibles con los intereses colectivos 
de protección ambiental y de desarrollo sustentable; 

[…]

III. Otorgar incentivos a quien realice acciones para 
la protección, preservación o restauración del equili-
brio ecológico. 

[…]. 

Artículo 19.- Se consideran instrumentos económicos 
los mecanismos normativos y administrativos de carác-
ter fiscal, financiero o de mercado, mediante los cuales 
las personas asumen, los beneficios y costos ambienta-
les que generen sus actividades económicas, incentiván-
dolas a realizar acciones que favorezcan al ambiente. 

Se consideran instrumentos económicos de ca-
rácter fiscal, los estímulos que incentiven el cum-
plimiento de los objetivos de la política ambiental. 
En ningún caso, estos instrumentos se establece-
rán con fines exclusivamente recaudatorios. 

[…] 

Artículo 20.- La Secretaría y los Municipios instru-
mentarán en sus Leyes de Ingresos respectivas, los 
estímulos fiscales que deban obtener las personas 
físicas o morales, las organizaciones sociales o priva-
das, que cumplan con los requisitos establecidos por 
ésta [sic] Ley, que realicen actividades relacionadas 
con la protección del ambiente y la preservación del 
equilibrio ecológico.

Artículo 21.- Se consideran prioritarias, para efectos 
del otorgamiento de los estímulos fiscales que se es-
tablezcan conforme a la Ley de Ingresos del Estado, 
las actividades relacionadas con:

[…]

VII.- En general, aquellas actividades relacionadas 
con la preservación, restauración del equilibrio 
ecológico y la protección al ambiente.21

Es importante asentar que es competencia del Presi-
dente Municipal proponer al ayuntamiento la corres-
pondiente Ley de Ingresos de Oaxaca de Juárez, acorde 
a lo establecido en el Bando de Policía y Buen Gobier-
no del Municipio de Oaxaca de Juárez: 

ARTÍCULO 52.- El Presidente Municipal es el repre-
sentante político del Municipio y responsable directo 
de la Administración Pública Municipal, encargado 
de velar por la correcta ejecución de las disposiciones 
del Honorable Ayuntamiento. Tendrá las siguientes 
obligaciones y atribuciones:

[…]

VIII. Proponer al Honorable Ayuntamiento los pro-
yectos de Ley de Ingresos y del Presupuesto de Egre-
sos,…22

Dicha competencia se elabora y presenta por medio 
del Ayuntamiento, tal como lo establece la Ley Orgá-
nica Municipal del Estado de Oaxaca:

ARTÍCULO 43.- Son atribuciones del Ayuntamiento:

[…]

XXI.- Elaborar y presentar ante el Congreso del Estado, 
a más tardar el último día del mes de noviembre de 
cada año, la iniciativa de Ley de Ingresos Municipales 
que deberá regir durante el año fiscal siguiente.23

Finalmente, y en lo concerniente con el otorgamiento 
de los estímulos fiscales, es la propia Ley de Ingresos 
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de Oaxaca de Juárez, en su artículo 53, primer párrafo (perteneciente al “CAPÍTULO CUARTO DE LOS 
INCENTIVOS FISCALES”, “Sección Única Incentivos Fiscales”), la que establece:

Artículo 53. Las Autoridades Fiscales Municipales, otorgarán incentivos y estímulos fiscales de acuerdo 
con lo establecido en el presente Título, a las personas físicas y morales que se encuentren obligadas al 
pago de las contribuciones de la Ley de Ingresos.24

Al respecto, y como se mencionó anteriormente, la Ley de Ingresos de Oaxaca de Juárez para el Ejerci-
cio Fiscal 2019 no contiene estímulos fiscales por el manejo correcto de los residuos sólidos. En razón 
de esa carencia, deviene la propuesta subsiguiente:

RESULTADOS

Al margen un sello con el escudo del Municipio de Oaxaca de Juárez con la leyenda “Presi-
dencia Municipal del Municipio de Oaxaca de Juárez”. 

Oaxaca de Juárez, Oaxaca, a martes 17 de septiembre de 2019.

Título de la Propuesta: Creación de un estímulo físcal para incentivar el adecuado trata-
miento de los residuos sólidos urbanos en el Municipio de Oaxaca de Juárez. 

C. Presidente Municipal  
Municipio Constitucional de Oaxaca de Juárez 
Gobierno del Estado de Oaxaca

Con fundamento en el artículo 25, párrafo 7, y artículo 4o, párrafo 5 de la Constitución Política de 
los Estados Unidos Mexicanos. Y de acuerdo con lo establecido en los artículos: a) 53 de La Ley de 
Ingresos del Municipio de Oaxaca de Juárez, respecto a la facultad concedida a las Autoridades Fis-
cales Municipales para otorgar incentivos y estímulos fiscales a las personas físicas y morales que 
se encuentren obligadas al pago de las contribuciones de la Ley de Ingresos; b) 52, fracción VIII, del 
Bando de Policía y Buen Gobierno del Municipio de Oaxaca de Juárez; c) 55, fracción VII, de la Ley Or-
gánica Municipal del Estado de Oaxaca, en el sentido de conceder facultades al Presidente Municipal 
para que proponga al Honorable Ayuntamiento los proyectos de Ley de Ingresos y del Presupuesto 
de Egresos; d) 7, fracciones I, II, IV, VI, XXI y XXIV; e) 18, fracciones, I y III; f) 19, párrafos primero y 
segundo; g) 20 y h) 21, fracción VII, de la Ley del Equilibrio Ecológico y Protección al Ambiente para el 
Estado de Oaxaca. En concordancia con los artículos 8, fracciones I, II, IV, XV y XVI; y 22 Bis, fracción 
VII, de la Ley General del Equilibrio Ecológico y la Protección al Ambiente, se presenta la siguiente 
propuesta de Estímulo Económico encauzado a fomentar la segregación y clasificación de residuos 
sólidos urbanos por parte de personas físicas y morales o unidades económicas con actividades in-
dustriales, comerciales y de servicios, con domicilio en Oaxaca de Juárez, Oaxaca: 

Estímulo Fiscal para su inclusión en la fracción II, inciso H), artículo 56 de la Ley de Ingresos 
del Municipio de Oaxaca de Juárez

Artículo 56. Las disposiciones contenidas en el presente Capítulo se regirán bajo los lineamientos 
establecidos en el Capítulo específico de la contribución que se trate, y se aplicarán siempre y cuando 
no exista disposición en contrario, conforme a lo previsto en la siguiente tabla:

[…]

II. DERECHOS

[…]

H) REFRENDO ANUAL PARA EL FUNCIONAMIENTO COMERCIAL, INDUSTRIAL Y DE SERVICIOS. 
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Sujetos

Periodo y 
porcentaje de 

aplicación
Ejercicio 

fiscal 2019

Recargos 
en el 

ejercicio 
fiscal 2019

Recargos 
en años 

anteriores
Requisitos

4.- Las personas físicas y morales o unidades econó-
micas con actividades industriales, comerciales y de 
servicios que procuren la correcta separación y clasi-
ficación de sus residuos sólidos, en los términos que 
dispone la Ley del Equilibrio Ecológico y Protección 
al Ambiente para el Estado de Oaxaca

80% N/A N/A

–Estar al corriente con la presente obli-
gación fiscal, con respecto al Ejercicio 
Fiscal Inmediato Anterior.

–Estará sujeto a visitas aleatorias para 
comprobar la correcta separación de 
residuos.

Estímulo sobre el pago para revalidar la Licencia de uso de suelo en todos los giros autorizados por la Ley de Ingresos del Municipio de 
Oaxaca de Juárez para el Ejercicio Fiscal 2020.

Atentamente. 

Ciudad de Oaxaca de Juárez, a_(día) de _(mes)___ de (año)__ (Fecha de firma y publicación) y firma del Tesorero 
Municipal en plenas funciones, (en turno) Rúbrica. 

	 Nota aclaratoria: por cuestión de espacio, la versión completa de este artículo, así como la totalidad de fuentes consultadas se publican en la página web de la 
revista Contaduría Pública (http://contaduriapublica.org.mx). Información disponible desde noviembre de 2019.
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Hoy en día, existe interés sobre la moneda vir-
tual intangible, incluso muchas personas es-
tán temerosas ante el anuncio de su manejo 
en lugar del efectivo; dicha moneda está so-
portada y reconocida por el Banco Central, 

sin embargo, ahora se acepta mediante el uso del Co-
bro Digital (CoDi), que hace uso del Sistema de Pagos 
Electrónicos Interbancarios (SPEI); los usuarios nece-
sitan una cuenta bancaria, un teléfono celular e Inter-
net. Si hacemos una reflexión sobre la cultura de la 
confianza del desarrollo tecnológico, este difiere de un 
país a otro, de su renta per cápita; habría que examinar 
por estratos en términos de la distribución de la rique-
za, es decir, cuántos ciudadanos son ricos o pobres; si 
saben leer y escribir; si pueden comprar aplicaciones 
digitales, celulares con plan y abrir una cuenta banca-
ria. En este sentido, Kenia es uno de los países líderes 
en pagos móviles.

Dr. Carlos Enrique Pacheco Coello 
Miembro de la Comisión de Revista del IMCP 
Investigador y consultor 
pcoello@correo.uady.mx

La moneda virtual intangible 
y la realidad de los usuarios
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Por su parte, las empresas multinacionales proponen 
este modelo de pago, sin que en ningún caso hayan 
logrado una aceptación global; empero, cada día sur-
gen nuevas empresas (Startups), cuyo foco es realizar 
tareas desde una aplicación.

El desarrollo tecnológico se está dando en países de 
alto nivel tecnológico ( Japón, Corea del Sur, Taiwán, 
etc.) e incluso emergentes (India y China). El Banco 
de México ha desarrollado una plataforma que permi-
te el cobro y transferencias de hasta ocho mil pesos 
por medio de teléfonos móviles para reducir el uso del 
efectivo, evitar el lavado de dinero y lograr que la eco-
nomía informal sea formal, ¿se podrá lograr? En una 
entrevista, un experto comentó que es un plan de la 
oligarquía financiera para que el papel moneda desa-
parezca y deje de ser anónimo, para controlarlo. Imagi-
ne, estimado(a) lector(a), si le da dinero a su hijo o las 
limosnas al culto en las iglesias de inmediato su banco 
lo sabrá y lo reportará de inmediato a la autoridad fis-
cal para cobrar un impuesto.

Suiza y Noruega manejan el dinero digital (bitcoin), 
sin embargo, en el caso del primero es un paraíso 
fiscal. La pregunta es, ¿qué pasaría si Internet fa-
lla por alguna ruptura o si deja de funcionar como 
frecuentemente pasa al caerse el sistema? Simple-
mente no podrá sacar su dinero. Si existe un crack 
bancario y acude al banco a sacarlo para comprar o 
pagar no lo podrá hacer porque no hay, pero no se 
preocupe, el gobierno rescatará con nuestro dinero 
a los bancos por medio de otro FOBAPROA. Se está 
iniciando un enlace banco-dinero-empresas de te-
léfonos celulares y gobierno. En Noruega, por ejem-
plo, 40% sabe dónde está el dinero virtual y 60% no 
lo sabe. El cambio del dinero real a virtual (kyiptós) 
no puede ser decretado por el gobierno, todo es un 
plan de los grandes banqueros a escala internacio-
nal. Por lo pronto, prefiero el dinero real. No sé us-
ted, estimado(a) lector(a).

En la comunidad financiera y la académica existe una 
discusión sobre el bitcoin, el cual surgió en 2009. Esta 
moneda fue creada por Satoshi Nakamoto (se descono-
ce si solo es un nombre o varias personas) según pala-
bras de la L.C. Melissa Nataly López Estrada, del Colegio 
de Contadores Públicos de México. Asimismo, el mer-
cado de blockchain (cadena de bloques) va en ascenso 
en América Latina, sobre todo en México en donde los 
jóvenes prefieren la tecnología digital y cambian sus 
monedas digitales por pesos mexicanos desde sus com-
putadoras y celulares, como si fueran de persona a per-
sona (peer to peer). 

El bitcoin es una moneda intangible que se puede uti-
lizar como medio de pago, igual que las de uso común. 
Si reflexionamos, los billetes y las monedas actuales 
también son virtuales, porque sustituyen el trueque 

de uso en épocas pasadas. El problema es que se basa 
en la oferta y la demanda, por lo que es volátil y cons-
tituye un alto riesgo, máxime en un entorno global de 
recesiones y desconfianza por malas políticas finan-
cieras, tanto del gobierno como de la mala gestión de 
muchos empresarios e instituciones financieras a es-
cala mundial.

Una ventaja del bitcoin es que está fuera del con-
trol de cualquier gobierno del mundo, sin embar-
go, no se puede congelar, lo cual es una desventaja. 
Asimismo, esta moneda virtual puede subir o bajar 
su valor, no hay respaldos. La Ley para Regular las 
Instituciones de Tecnología Financiera (Ley Fintech) 
busca normar, así como proteger a quienes usan esta 
moneda.

El Banco de México ha tratado de evitar que las per-
sonas comunes compren y vendan bitcoin, sin em-
bargo, en su Reporte de Estabilidad Financiera. Junio 
2019, señala que las personas interesadas en operar 
con activos virtuales lo pueden hacer por medio de 
empresas no financieras que ofrezcan servicios de in-
tercambio o compra-venta de manera profesional. Lo 
anterior, bajo el riesgo de quien decida realizar estas 
operaciones y con la claridad de que no están respal-
dados por una institución financiera.1

No obstante, con el propósito de que los usuarios del 
SPEI y el propio sistema no se vean afectados por el 
riesgo inherente a los activos virtuales, se han tomado 
medidas adicionales para identificar a los clientes, de 
forma que todos los participantes en el sistema que 
realizan transacciones estén conscientes de quiénes 
son los beneficiarios últimos de las operaciones.2

Conclusión
Especialistas en temas de tecnología y financieros es-
timan que el bitcoin y las criptomonedas pueden tar-
dar de 15 a 20 años para que sean reconocidas.

Por su parte, el Banco de México considera que “no 
es factible ni conveniente una adopción generalizada 
de activos virtuales en el país. Difícilmente pueden 
ser un sustituto del dinero, ya que no comparten sus 
características fundamentales, por lo que las posibles 
implicaciones del uso de dichos activos para la esta-
bilidad financiera en las condiciones actuales parecen 
limitadas”.3 
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Una de las ideologías más veneradas a lo largo de la historia es 
la que afirma que “el trabajo duro es la mejor manera de alcanzar 
cualquier objetivo”. No obstante, a consecuencia del fenómeno 
disruptivo de la innovación tecnológica y digital en las últimas 
décadas, “trabajar de la manera más inteligente” poco a poco se 
está convirtiendo en la nueva filosofía por obedecer para alcan-
zar cualquier meta. Aunque en el transcurso de la historia ambas 
doctrinas han demostrado ser mecanismos efectivos para tener 
éxito en cualquier ámbito, el puro trabajo –por más digno y ad-
mirable que sea– con mayor frecuencia resulta no ser suficiente, 
especialmente contemplando el contexto contemporáneo y su 
fijación por tratar de encontrar nuevas maneras de realizar los 
trabajos. Desafortunadamente, uno de los ejemplos más claros 
de la incongruencia moderna que puede existir entre realizar 
grandes esfuerzos y obtener pobres resultados es el nivel de pro-
ductividad laboral del sector formal mexicano.

Dicho indicador es utilizado para conocer qué tan eficiente es 
el capital humano de una empresa para producir una cierta 
cantidad de bienes y/o servicios a partir de un número limita-
do de recursos. Trasladado a un panorama macroeconómico, 
la medición de la productividad laboral refleja qué tan produc-
tivos son los ciudadanos empleados de un país –y, en conse-
cuencia, de la nación en sí misma– tomando en consideración 
la duración promedio de la jornada laboral. La metodología más 
común para realizar dicha medición a escala nacional implica 
dividir el Producto Interno Bruto (PIB) del país entre la cantidad 
promedio de horas trabajadas por los ciudadanos empleados a 
lo largo de un año, lo cual da como resultado el promedio del 
valor de los bienes y servicios producidos (estandarizado a un 
importe en dólares estadounidenses) por hora de trabajo, con-
templando las aportaciones de trabajadores de medio tiempo 
y tiempo completo. 

Para entender la complicada situación actual de nuestro país 
en lo referente a este indicador, podemos utilizar como referen-
cia el desempeño de los 36 países miembros de la Organización 
para la Cooperación y el Desarrollo Económicos (OCDE). Res-
pecto a la duración de la jornada laboral, México (miembro de 
dicha organización desde 1994) posee el primer lugar en cuanto 
a la extensión promedio más larga, debido a que un trabajador 
mexicano destinará alrededor de 2,148 horas al año a cumplir 

con sus actividades laborales. Por otro lado, la media de los 
integrantes de la OCDE es de tan solo 1,726 horas al año, es 
decir, 20% menos que la jornada laboral mexicana. En primera 
instancia, esta diferencia podría interpretarse como algo posi-
tivo para el país, puesto que se pudiera interpretar como un 
mayor nivel de compromiso hacia la ocupación profesional por 
parte de los trabajadores mexicanos y, en teoría, esto contribui-
ría a una mayor producción de bienes y servicios. Sin embargo, 
después de analizar el valor promedio de lo producido por los 
miembros de la OCDE, es desalentador percatarse de que dicha 
interpretación es incorrecta. Mientras que el valor promedio de 
lo producido por la OCDE por hora de trabajo es de 54.8 dólares, 
en México solo se generan 21.6 dólares –lejos de llegar siquie-
ra a la mitad.1 Aunque los empleados mexicanos estén desti-
nando una significativa cantidad de tiempo a sus actividades 
laborales, en realidad no lo hacen por un sobrellevado sentido 
de compromiso laboral; lo hacen como un esfuerzo colectivo 
inconsciente para cubrir las claras señales de una estructura 
laboral ineficiente. 

Existen diversos factores que han favorecido y alargado el 
bajo nivel de la productividad laboral del sector laboral mexi-
cano, los cuales pueden ser agrupados en tres categorías 
principales: 

>	 Capital físico: se refiere a las herramientas utilizadas 
por los trabajadores de las empresas mexicanas para la 
producción de bienes y servicios. Mediante la inversión 
de capital, el sector privado adquiere equipos y/o ma-
quinaria especializada con el objetivo de optimizar los 
procesos de producción y aumentar el valor total de lo 
producido. No obstante, es imperativo que el gobierno 
federal primero garantice que el país cuenta con la 
infraestructura necesaria para respaldar las inversiones 
que este sector realice. Para ello, la inversión pública en 
proyectos de infraestructura debe ser de alta calidad y 
extenderse a lo largo de diferentes sectores, incluyendo 
la construcción de carreteras, puertos y aeropuertos, 
redes de distribución eléctrica y agua potable, sistemas 
de telecomunicaciones, etc. Lamentablemente, México 
enfrenta considerables obstáculos en este aspecto. 
Por un lado, dentro del sector privado el capital físico 
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se encuentra distribuido de manera desproporcionada, 
ya que 93% de este se concentran solo en 10% de las 
empresas mexicanas,2 por lo que los beneficios de la 
inversión en nuevas herramientas productivas y su 
utilización se limita a un número reducido de compa-
ñías. En cuanto al sector público, la infraestructura 
mexicana se encuentra en el lugar 49 de 140 países 
que integraron un estudio del Foro Económico Mun-
dial, realizado en 2018.3 A pesar de que esta posición 
representa una mejora en comparación con años 
previos, también corrobora el gran margen de mejora 
que existe en la infraestructura nacional actual. 

>	 Capital humano: existen cualidades inherentes de 
aquellos que conforman la fuerza laboral mexicana que 
determinan en gran medida la capacidad productiva de 
las empresas en el país; por ejemplo, los niveles máximos 
de estudios, las habilidades profesionales y la experien-
cia laboral. Desgraciadamente, el potencial humano 
casi siempre se ve desaprovechado en México, pues los 
proyectos nacionales para fomentar el desarrollo integral 
académico y profesional de la población carecen de una 
implementación extensa y competente. En consecuen-
cia, la tasa poblacional con un nivel educativo menor a la 
educación media superior en México es de 63%, un he-
cho bastante alarmante considerando que el promedio 
entre los países de la OCDE es de apenas un poco más 
de 20%. Además, aspectos característicos de la econo-
mía mexicana, como los altos niveles de empleo informal 
y la desigualdad laboral de género, actúan como fuertes 
inhibidores del pleno desarrollo del sector laboral formal. 
De hecho, 31% de las empresas en el país manifiestan 
que tienen dificultades para encontrar empleados con 
las habilidades y conocimientos que requieren, lo cual 
disminuye el interés del sector privado internacional por 
invertir en México y en su mercado laboral.4

>	 Cambios tecnológicos: los avances en el conocimiento 
y la innovación son fundamentales para aumentar la 
productividad laboral, en especial cuando resultan en el 
desarrollo de nuevos sistemas y/o dispositivos tecnológi-
cos. Los incentivos gubernamentales (como los estímu-
los fiscales, la razonable asignación de recursos en el 
presupuesto público para investigación y desarrollo, etc.) 
al igual que los programas y competencias organizadas 
por el sector privado forman parte de los mecanismos 
que promueven los avances en la ciencia y la tecnología. 
A pesar de la importancia de estos factores para la eco-
nomía nacional, México no parece considerarlos como 
prioridades: el gobierno mexicano asigna menos de 1% 
del PIB al año hacia estos sectores desde el año 2018 
(0.43% en promedio durante el último sexenio), mientras 
que países desarrollados como Estados Unidos, Alema-
nia y Japón destinan porcentajes mayores a 2.5%.5

Tomando en cuenta los factores cruciales en los que nuestro 
país debe mejorar para incrementar su productividad laboral, 
una solución razonable sería la de adoptar políticas y estrategias 

similares a las que los países desarrollados emplean hoy en día 
para alcanzar niveles sobresalientes en este indicador. Mediante 
reformas estructurales (primordialmente educativa y laboral) y el 
compromiso de implementarlas en un plazo que trascienda cual-
quier sexenio o agenda política, el gobierno federal puede lograr 
el desarrollo integral de sus trabajadores y de los sectores de la 
ciencia y la tecnología. Expandir los horizontes de la productivi-
dad laboral mexicana requerirá del esfuerzo coordinado entre el 
sector público y el privado, el cual deberá ser ejecutado bajo un 
contexto de mutua confianza y beneficencia. Esto se debe a que, 
dependiendo de que tan amplias sean las facilidades estableci-
das en el marco legislativo mexicano (incluyendo las reformas 
estructurales y los proyectos de infraestructura necesarios), será 
la magnitud del impacto que las empresas privadas generen en 
el país en lo referente a la productividad laboral.

Una vez que el sector privado tenga acceso a diferentes incentivos 
para invertir en innovaciones tecnológicas, adquirir herramientas 
avanzadas y captar personal calificado, el mercado laboral de 
México será percibido de manera favorable por las empresas 
con planes de formar parte del entorno empresarial mexicano. 
A consecuencia del subsecuente aumento en la inversión en 
nuestro país, la productividad laboral experimentará un incre-
mento en cuanto al valor de lo producido, además de que otros 
problemas socioeconómicos como el desempleo y la pobreza 
podrían reducir sus márgenes.

Penosamente, la realidad incómoda de la corrupción en México 
termina empobreciendo cualquier intento del sector público por 
mejorar el nivel competitivo de la fuerza laboral mexicana. Si las 
autoridades federales verdaderamente aspiran a que la producti-
vidad laboral nacional sea destacable, es necesario establecer un 
régimen que contemple las medidas necesarias para corregir las 
deficiencias en las tres categorías señaladas como primordiales 
para alcanzar una alta productividad laboral, así como convencer 
al sector privado de que dichas mejoras se efectuarán de manera 
transparente y con el objetivo de garantizar el rendimiento de sus 
inversiones en el país. 

1	 García, A.K. (2019, 10 de febrero). “México tiene una jornada laboral extensa y 
niveles bajos de productividad [en línea]. El Economista, Factor Capital Humano. 
Disponible en: <https://www.eleconomista.com.mx/capitalhumano/Que-signifi-
ca-que-un-pais-tenga-baja-productividad-laboral-20190210-0005.html>. Consultado el 
28 de junio de 2019.

2	 Comisión Económica para América Latina y el Caribe (2017). Panorama Social de 
América Latina, 2016. Santiago: Naciones Unidas/CEPAL. Disponible en: <https://
repositorio.cepal.org/bitstream/handle/11362/41598/4/S1700567_es.pdf>. Consultado el 
22 de junio de 2019.

3	 World Economic Forum (2018). The Global Competitiveness Report 2018. Disponible 
en: <http://www3.weforum.org/docs/GCR2018/05FullReport/TheGlobalCompetitive-
nessReport2018.pdf>. Consultado el 27 de junio de 2019.

4	 Organización para la Cooperación y el Desarrollo Económicos (2018). Getting it 
Right: Prioridades estratégicas para México. París: Éditions OCDE. <http://dx.doi.
org/10.1787/9789264292871-es>.

5	 Solís, A. (2018, 28 de noviembre). “EPN no llegó a su meta de inversión en ciencia, 
tecnología e innovación”. Forbes México. Disponible en: <https://www.forbes.com.mx/
pena-nieto-incumple-promesa-de-inversion-en-ciencia-tecnologia-e-innovacion/>. 
Consultado el 25 de junio de 2019.
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La emergencia de metodologías financieras alternas, la contabili-
dad electrónica, Big Data, Business Intelligence, bitcoin, la opera-
tividad digital, el eCommerce, entre otros aspectos de los merca-
dos, denotan una experiencia comercial que utiliza a la persona 
como un ejecutante de soporte, más que como un fundamento 
en la estructura y su desarrollo.

El desprendimiento de la humanización en tiempos en los que 
se posiciona a las personas como el centro de una red de la 
que dejan de ser, precisamente, el centro, hace importante 
considerar, desde el punto de vista de las ciencias adminis-
trativas, en este caso de la Contabilidad, las repercusiones de 
esa deshumanización.

¿Cómo valorar el rol del recurso humano en el mecanismo de 
producción monetaria de una empresa de modo que se coloque 
en el centro del interés de la eficiencia contable? 

La situación, como en muchos casos, podría apoyarse en la his-
toria. Para ello, vale la pena recordar cuestiones de los pensa-
dores que dieron impulso a la sinergia entre los intereses de la 
empresa y sus personas. 

Por ejemplo, Frederick Winslow Taylor, quien impulsó el uso de la 
ciencia para reducir distancias entre empresarios y trabajadores, 
y que ponía énfasis en el concepto de la motivación como motor 
de la eficiencia. 

También se encuentra Elton Mayo, quien impulsaba la idea de 
la colaboración y de la integración, en tanto que consideraba al 
trabajador más como elemento participativo efectivo de la cohe-
sión productora que como un ente aislado.

Asimismo, Lilian Moller Gilbreth y Frank Gilbreth, pusieron en el 
centro de la discusión el estado de ánimo de las personas, pues, 
antes que ser productores, son seres humanos a los que hay que 
ayudar a llevar al máximo su potencial.

Considerar estos antecedentes, ligados con criterios básicos de 
psicologías de consumo, como los distintos grupos de referen-
cia a que se dirige un producto, a los cuales también habría que 
ver como un elemento sensible más que de remuneración, tiene 
como consecuencias:

>	 Una relación fluida, amable y productiva entre patrón y 
empleado.

>	 La desaparición de factores contraproducentes en las 
líneas de producción (digitales o automatizadas –ope-
radas por un recurso humano– o apersonadas) como 
estrés, ansiedad, pereza, desánimo o desapego.

>	 Reducción de tiempos.

>	 Maleabilidad y ductilidad en el manejo de los conflictos.

>	 Y, lo más importante, condiciones que facilitan el ejerci-
cio contable al evitar fugas de capital por problemáticas 
internas.

La idea es elemental, no importa si es una cadena cibernéti-
ca o una fabril, la contabilidad se aligera cuando se pondera 
el capital humano, se considera su autoestima, su estado de 
salud, el tiempo para tener perspectiva y saber dónde poner 
los recursos.

Es decir, la tecnología y sus ambientes digitales no eximen al 
empleador de una concientización sobre los productores de sus 
flujos de dinero, el ecosistema ha cambiado, pero el respeto por 
los participantes siempre arrojará sanas finanzas.

Al tener presente que los procesos son una extensión de quienes 
los ejecutan, se es consciente, de forma íntegra, de lo que cons-
truye a una empresa y, sobre todo, de lo que la hace crecer: más 
ganancia de humanidad, menos pérdidas de capital. 
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Índice de octubre
Lic. Ernesto O´Farrill Santoscoy 

Presidente de Bursamétrica 
Colaboración especial de la Lic. Sofía Santoscoy Pineda

El IMCE del décimo mes del año apenas recobró avances, al subir +0.96% mensualmente 
para colocarse en 66.67 unidades con +0.64 puntos más desde los 66.04 puntos del mes 
precedente, alcanzando el tercer puntaje más bajo de 2019, solo por detrás de julio y 
septiembre. Esto fue resultado, en gran parte, por una recuperación en la situación ac-
tual, la cual subió +2.19% en el mes a 65.02 puntos. En cambio, la situación futura, que 
corresponde a los próximos seis meses, siguió debilitándose, aunque a un menor ritmo, 
al menguar –0.45% en octubre para anotar la lectura más baja que se tiene registrada, al 
quedar en 68.73 puntos.

En relación con octubre de 2018, el IMCE se enfrió por séptima ocasión consecutiva, des-
cendiendo –10.80% anual, debido a una contracción por –8.25% en la situación actual y 
de –13.63% en la situación futura.

En octubre, las condiciones de inseguridad en el país continuaron siendo conside-
radas como el principal obstáculo al que se enfrenta la economía; en segundo lugar, 
se seleccionó la falta de capital seguido por la disponibilidad de financiamiento y la 
corrupción, la cual había caído en el quinto lugar en el mes previo. 

Fuente: Bursamétrica con datos del Instituto Mexicano de Contadores Públicos, IMEF, NASM, INEGI, Walmex, AMIA, BMV, IMSS.
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Tratamiento contable del IVA incluido 
en IFP y cuentas por cobrar*
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Socio Deloitte 

floera@deloittemx.com

En términos generales, la Ley del Impuesto al Valor Agregado en vigor establece 
que el Impuesto al Valor Agregado (IVA) se causa con base en flujos de efectivo a 
la tasa de 16%.

Por las actividades de negocio de las entidades, en estas se registra un IVA causado 
(por pagar) por los ingresos que generan, y un IVA por acreditar (por cobrar) por una 
gran parte de los egresos y desembolsos en que incurren.

I. Marco de referencia. De conformidad con las Normas de Información Financiera 
(NIF) mexicanas, el reconocimiento inicial de las cuentas por cobrar (NIF C-3, Cuentas 
por cobrar, párrafo 41.1) y de las cuentas por pagar a proveedores (NIF C-19, Instrumen-
tos financieros por pagar, párrafo 41.2.1), debe hacerse al considerarse devengada la 
operación que les dio origen. Por lo tanto, sobre el importe de las cuentas por cobrar se 
genera el registro del IVA por pagar en una cuenta de pasivo y se convertirá en exigible 
en el momento en que las entidades cobren (reciban el flujo de efectivo) de sus clien-
tes o deudores. Asimismo, al reconocer el importe de las cuentas por pagar, se genera 
el registro del IVA por acreditar en una cuenta de activo y se convertirá en acreditable 
en el momento en que las entidades paguen (transfieran el flujo de efectivo) a sus 
proveedores o acreedores. 

Por lo tanto, los registros contables de las cuentas por pagar y de las cuentas por co-
brar de las entidades, incluyen, además del valor de los activos o servicios adquiridos y 
productos vendidos o servicios prestados, el importe respectivo del IVA.

Como ejemplo de lo anterior, se muestra el reconocimiento inicial de un Instrumento 
financiero por pagar (IFP) y de una cuenta por cobrar, de actividades sujetas a IVA:
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II. Transacciones en moneda extranjera. Respecto al reconoci-
miento posterior de las cuentas por pagar a proveedores y de las 
cuentas por cobrar, las NIF establecen lo siguiente:

>	 Párrafo 42.7.1 de la NIF C-19: “Los IFP denominados en 
moneda extranjera o en alguna otra unidad de inter-
cambio deben convertirse considerando lo establecido 
para transacciones en moneda extranjera en la NIF B-15, 
Conversión de monedas extranjeras. Las modificaciones 
en su importe derivadas de las variaciones en tipos de 
cambio deben reconocerse en la utilidad o pérdida neta 
del periodo”. 

>	 Párrafo 43.2 de la NIF C-3: “Las cuentas por cobrar deno-
minadas en moneda extranjera o en alguna otra unidad 
de intercambio deben convertirse a la moneda funcional 
aplicando el tipo de cambio de cierre; es decir, el tipo de 
cambio con el cual la entidad pudo haber realizado las 
cuentas por cobrar comerciales a la fecha del estado de 
situación financiera. Las modificaciones en el importe 
de las cuentas por cobrar comerciales derivadas de las 
variaciones en el tipo de cambio deben reconocerse en el 
resultado integral de financiamiento”.

Como lo establecen las NIF, el efecto por la valuación de los 
saldos en moneda extranjera de cuentas de pasivo y activo a la 
fecha de reporte, debe afectar el estado de resultados; sin embar-
go, el monto de IVA que se incluye en dichas cuentas por pagar y 
por cobrar se reportará como causado y acreditable, respectiva-
mente, en la declaración de impuestos del mes siguiente en que 
surtan efecto los flujos de efectivo. Por esta razón, el efecto de la 
valuación de la porción de IVA incluido en las cuentas por pagar y 
por cobrar debe afectar las cuentas del balance general de activo 
y pasivo de IVA por acreditar e IVA causado, respectivamente, y 
no registrarse en los resultados del periodo.

III. Baja de un IFP. La NIF C-19, en su párrafo 42.3.2, indica:

Un IFP (o parte del mismo) se extingue cuando la entidad:

a)	 liquida el pasivo pagando al acreedor, ya sea con efectivo 
o con otros activos financieros o no financieros, instru-
mentos de su capital, otros pasivos financieros o con 
prestación de servicios, siendo liberada de su obligación 
con respecto a la deuda; o

b)	 es legalmente liberada de su responsabilidad relativa al 
pasivo financiero, ya sea por el acreedor, mediante una 
quita, o por un proceso judicial que declare inexistente el 
pasivo. 

Adicionalmente, el párrafo 42.3.3 de la misma NIF menciona: “La 
diferencia entre el valor en libros de un IFP (o una parte del mis-
mo) dado de baja y el valor en libros de los activos entregados, 
debe reconocerse en la utilidad o pérdida neta del periodo”.

En línea con lo anterior y con lo mencionado en el apartado de 
Marco de referencia, cuando surgen situaciones como las que 
indica el párrafo b) anterior, los efectos de las quitas totales o 
parciales o de inexistencia del pasivo deben afectar los resulta-
dos del periodo. Para esto, debe identificarse el importe de los 
activos y servicios adquiridos registrados como cuenta por pagar; 
sin embargo, por el importe de IVA que se incluye en el IFP, debe 
considerarse que desde el reconocimiento inicial del IFP existe 
una cuenta en el balance general de IVA por acreditar que debe 
ser afectada, ya que, si no se liquidará el pasivo en efectivo, la 
entidad no tendría base para conservar un IVA por acreditar en 
sus registros contables.

IV. Estimación para pérdidas crediticias esperadas. El párrafo 
45.1 de la NIF C-3 requiere lo siguiente: “Desde el reconocimien-
to inicial de las cuentas por cobrar, la entidad debe reconocer, 
en caso de proceder, una estimación por concepto de Pérdidas 
Crediticias Esperadas (PCE) de las mismas, según se explica en 
el párrafo 45.3, afectando los resultados del periodo en el que se 
reconoce la cuenta por cobrar”. 

Nuevamente, considerando lo indicado en el párrafo anterior y lo 
explicado en el apartado de Marco de referencia, cuando se reco-
noce una estimación por concepto de PCE, esta debe afectar los 
resultados del ejercicio, por lo que deben identificarse los importes 
de los productos vendidos o servicios prestados registrados como 
cuentas por cobrar; sin embargo, por el importe de IVA que se in-
cluye en las cuentas por cobrar, debe considerarse que desde el 
reconocimiento inicial de las cuentas por cobrar existe una cuenta 
en el balance general de IVA por pagar que debe ser afectada, ya 
que si no se liquidaran las cuentas por cobrar en efectivo, no habría 
base para detonar un IVA por pagar en la entidad. 

*	 La información incluida en este artículo considera operaciones que son más comunes 
en las entidades, por lo que cada caso debe analizarse de acuerdo con la situación de 
cada entidad en particular.
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Las invitaciones 
del SAT

C.P. Edyth Ramírez Sánchez 
Integrante de la Comisión de Síndicos del IMCP 

edythramirezs@hotmail.com

El Servicio de Administración Tributaria (SAT), en su carácter de autoridad fiscal, tiene la 
responsabilidad de aplicar la legislación fiscal y aduanera con el fin de que las personas 
físicas y morales contribuyan proporcional y equitativamente al gasto público y, por ende, 
tiene la facultad de fiscalizar a los contribuyentes para que cumplan con las disposicio-
nes aplicables, así como de facilitar e incentivar el cumplimiento voluntario de dichas 
disposiciones.

El desarrollo digital del SAT de las últimas décadas ha permitido que  se utilice cada 
vez más el correo electrónico como medio de comunicación de bajo costo, efectivo 
y  rápido; mediante esta herramienta el SAT envía invitaciones para instar a los con-
tribuyentes a cumplir con obligaciones omitidas, para aclarar información que el SAT 
considere como atípica o para obtener información de mayor calidad en observacio-
nes que deriven de discrepancias entre lo que se declara y lo que el SAT tiene en sus 
registros digitales.

¿Qué es una invitación?
Es un comunicado que emite el SAT con el fin de instar cortésmente a los contribu-
yentes a que hagan algo, de manera voluntaria, como comprobar el cumplimiento de 
sus obligaciones fiscales o aclarar información que la autoridad observe como atípica 
en el curso normal de sus operaciones como podría ser la diferencia entre los ingresos 
declarados y los depósitos recibidos por los contribuyentes en sus cuentas bancarias, o 
la diferencia entre deducciones y los Comprobantes Fiscales Digitales por Internet (CFDI) 
que haya recibido el contribuyente o la no presentación de declaraciones, entre otros.

¿Por qué puede el SAT enviar invitaciones?
Todo acto de la autoridad tiene su fundamento en una norma jurídica y las invitaciones 
que envía el SAT tienen su fundamento jurídico en la fracción III del artículo 33 del Código 
Fiscal de la Federación que menciona, entre otros, lo siguiente:

La autoridad fiscal para el mejor ejercicio de sus facultades, estarán a lo 
siguiente: […] III.- [...] podrá realizar recorridos, invitaciones y censos 
para informar y asesorar a los contribuyentes acerca del exacto cumpli-
miento de sus obligaciones fiscales y aduaneras y promover su incorpo-
ración voluntaria o actualización de sus datos en el registro federal de 
contribuyentes…

¿A qué te obliga una carta invitación?
Las cartas invitación señalan omisiones en el cumplimiento de alguna obligación, discre-
pancia entre la información declarada y la información digital que el SAT tiene del contri-
buyente; sin embargo, esta revisión interna y aclaración es optativa para el contribuyente, 
debido a que no corre ningún plazo para su cumplimiento y no puede ser sancionado con 
alguna multa por incumplimiento.
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¿Qué objetivo persigue el SAT con las cartas invitación?   
Que el contribuyente cumpla de manera espontánea, con las obligaciones fiscales seña-
ladas en las leyes, y/o que aclare o entregue más información de las observaciones que 
haya detectado el SAT.

¿Por qué es conveniente que el contribuyente atienda la carta 
invitación?
El SAT cuenta con un cúmulo de datos que emiten y reciben cada uno de los con-
tribuyentes sean personas físicas o morales, información que está en posibilidad 
de revisar de manera electrónica, como, por ejemplo, la relativa al cumplimiento a 
tiempo de las obligaciones, el cruce de información entre lo que declara cada contri-
buyente con los CFDI que el contribuyente emita, cancele o reciba, así como con los 
complementos de CFDI que la ley obliga. 

Cada invitación del SAT al contribuyente trae aparejada, la oportunidad de autocorre-
girse, evitar multas o sanción que la autoridad en el ámbito de sus obligaciones pueda 
imponerle al contribuyente.

¿El SAT puede saber si el contribuyente hizo caso omiso o atendió 
la invitación?, ¿qué puede hacer para apremiar al contribuyente 
para que cumpla?
El SAT sí puede saber si el contribuyente atendió o no la invitación, respecto de las obser-
vaciones que forman parte de la invitación.

Medidas de apremio
El SAT puede tomar otras medidas de apremio para obligar a los contribuyentes atender 
las observaciones que el SAT señale en la invitación, por ejemplo:

>	 Emisión de la opinión, negativa, del cumplimiento de obligaciones fiscales, en 
los términos del artículo 32-D del Código Fiscal de la Federación. Opinión que es 
necesaria, para realizar algunos trámites fiscales, obtener alguna autorización o 
para la obtención de subsidios o estímulos.

>	 La cancelación de Sellos Digitales, que trae como consecuencia inmediata, la 
imposibilidad de facturar y seguir operando de manera normal. 

>	 Emitir requerimiento de documentación comprobatoria para subsanar el incum-
plimiento de las obligaciones que el SAT haya detectado.

>	 Realizar una revisión en el negocio del contribuyente para efectuar la revisión del 
cumplimiento adecuado de las obligaciones fiscales del contribuyente.

Conclusión
Las invitaciones son una forma de comunicación gentil para que el contribuyente revise 
el cumplimiento adecuado de sus obligaciones.

Las invitaciones no representan un riesgo en sí, pero es importante que el contribu-
yente revise lo que se le pide en la invitación y, en su caso, regularice su situación por 
algún incumplimiento o dote a la autoridad de información más precisa para aclarar la 
observación del SAT. 
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Desde 2015, existen plataformas comerciales de Inteligencia Artificial (IA) como herra-
mientas de auditoría y de control financiero, que marcan importantes diferencias en la 
aplicación de la auditoría y que, al día de hoy, han evolucionado a ritmos vertiginosos. Si 
bien existen más de 10 desarrolladores comerciales en el mercado (en inglés por el mo-
mento) y cuyo benchmarking y análisis comparativo se discutirá en el siguiente artículo, 
esta ocasión haré referencia a uno de los más completos, cuya última versión se liberó 
el pasado mes de junio.  

¿Qué hace la IA el día de hoy en la auditoría?
Realiza procesos de investigación y detecta inconsistencias financieras; desarrolla análi-
sis de riesgos y de operaciones inusuales; integra análisis de rentabilidad, de evaluaciones 
de control interno y de desempeño. Elabora análisis de entrevistas y aporta conclusiones 
(“reportes intuitivos”). Fiscaliza facturas. Se aplica tanto al sector público como al sector pri-
vado (desde PyMES hasta corporativos). Asimismo, identifica comprobantes presentados 
más de una vez y transacciones irregulares, analizando documentos en formato electrónico 
(XLS, XML, TXT, etc.) y en lenguaje natural (PDF, imágenes, fotos). Adicionalmente, como 
cualquier proceso inteligente, “aprende” de resultados y experiencias anteriores, y “asimila” 
nuevos criterios y políticas, situación que se aprovecha y aplica en auditorías subsecuentes.

Es relevante mencionar que con esta herramienta la muestra de la Auditoría es el 100% 
de universo auditable, con lo que además de reducir tiempos de evaluación se incre-
menta la calidad de los hallazgos, al abarcar el total de las transacciones, reduciendo de 
manera significativa la posibilidad de omitir alguna desviación y generando señalamien-
tos más precisos y objetivos.

¿Cómo participa una plataforma de IA en la auditoría?
En la práctica de uso de la plataforma, el auditor realiza las siguientes etapas:

En conclusión, el proceso de auditoría, con intervención de la IA, es más sencillo, profun-
do, eficaz y eficiente; más completo y dinámico. 
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